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gusto y muy justo es, que todo peruano sienta ínti- 
| - ma indignación ante la lectura del fallo arbitral del 
presidente Coolidge. Pero también es justo, es honrado, 
es conciente y es patriótico, el que todo buen peruano, 
ante la situación producida que demarca trascedentales 
rumbos a la soberanía de nuestras provincias detentadas 
de Tacna y Arica, contemple esta situación con la sere- 
nidad en que debe inspirarse todo criterio sano y honra- 
do. No son las protestas callejeras, no son las manifesta- 
ciones alteradoras del orden público, ni mucho menos 
los ataques injustos con libelos desacertados contra un 
Gobierno patriota y honrado; las formas como un pue- 
blo culto y discreto como el nuestro, debe enfrentar la 
inmerecida injusticia de que somos víctimas. Es con el 
esfuerzo colectivo y la sólida unión de la familia perua- 
na, como debemos enfrentarla. 

Las ambiciones y egoísmos personales de políticos 
fracasados, y de agitadores profesionales, no debe llegar 
hasta la antipatriótica actitud de tratar de enardecer los 
ánimos contra un Gobierno, que cual ninguno, tuvo la en- 
tereza y altura de miras de llevar al arbitraje al irrecon- 
ciliable enemigo del 79, desenmascarándolo ante la faz 
del mundo en sus agresivos propósitos de usurpación y 
de conquista. 

Las tierras sagradas de Tacna y Arica que fueron re- 
gadas con la sangre de nuestros héroes, serán eternamente 
peruanas, contra todo fallo, y contraria opinión. Nada ni 
nadie podrá jamás arrebatar nuestros sagrados  dere- 
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chos, que son los del Derecho y la Justicia. 

Tratar de ensombrecer con prejuicios errados el 
patriotismo sin mácula. de quien supo poner el pecho al 
frente del adversario en 1879 en horas de pavor y de in- 
fortunio; desconocer la tesonera y patriótica labor de 
nuestro gobernante Señor D. Augusto B. Leguía, es algo 
mas que ingrato, y ante los actuales momentos que atra- 
vesamos deben desterrar del corazón sus adversarios 'po- 
líticos, todo sentimiento de venganza y de despecho. Hoy 
más que nunca es cuando debemos marchar unidos, pues- 
to que la unión representa la fuerza. 

Quitémonos la venda de los ojos y vivamos la Epoca, 
ya que amargas realidades nos enseña que sólo son res- 
petadas en sus soberanías y derechos las naciones cuyos 
poderíos descanzan en la punta de sus bayonetas. 


Manuel Lorenzo GUERRA. ó 


Presidente de la República, bajo cuyo gobierno se sometió al 
arbitraje de los Estados Unidos, nuestro litigio con Chile. El Perú y la 


América Hispana tienen sus ojos puestos en la alta misión internacio- 
nal que le toca desempeñar de acuerdo con sus antecedentes de patriota 


y estadista de grandes cualidades. 
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TRATADO DE PAZ Y AMISTAD 
CONIEA 10 4 
REPUBLICA DE CHILE 
LIMA.—1883 


Miguel Iglesias 


Presidente provisorio de la República Peruana 

Por cuanto: entre la República del Perú y la de Chi- 
le se celebró el 20 de Octubre de 1883, el siguiente tra- 
tado de paz y amistad, y el protoco:o complementario: 


atada de Paz y Amistad 


entre las Repúblicas del Perú y Chile 


La República del Perú de una parte y de la otra 
la República de Chile, deseando restablecer las relacio- 
nes de amistad entre ambos países, han determinado 
celebrar un tratado de paz y amistad y aj efecto han 
nombrado y constituído por sus Plenipotenciarios. a sa- 
ber: CO 

S. E. el Presidente de la República del Perú a B. Jo- 


sé Antonio de Lavalle. Ministro de Relaciones Exteriores 


y a D. Mariano Castro Zaldívar. y S. E. el Presidente de 
la República de Chile a D. Jovino Novoa. quienes des- 
pués de haberse comunicado sus pienos poderes y de ha- 
berlos hallado en buena y debida forma. han convenido 
en los artículos siguientes: 
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ARTICULO 1 


Restablécense las relaciones de paz y amistad entre 
las Repúblicas del Perú y Chile. 


ARTICULO 11 


La República del Perú cede a la República de Chile 


perpétua e incondicionalmente el territorio de la provin-. 


cia litoral de Tarapacá, cuyos límites son: por el Norte, 
la quebrada y río de Camarones; por el Sur la quebrada 
río de Loa; por el Oriente la República de Bolivia y por 
el Poniente el mar Pacífico. | 


ATICULO III add 


El territorio de las Provincias de Tacna y Arica, 
que limita por el Norte con el río Sama, desde su nacl- 
miento en las cordilleras limítrofes con Bolivia hasta su 
desembocadura en el mar; por el Sur con la quebrada y 
río de Camarones; por el Oriente con la República de 


Bolivia, y por el Poniente con el mar Pacífico, continuará 


poseído por Chile y sujeto a la legislación y autoridades 
chilenas durante el término de diez años contados desde 
que se ratifique el presente tratado de paz. Espirado este 
plazo, un plebiscito decidirá en votación "popular si el te- 
rritorio de las provincias referidas queda definitivamen- 
te del dominio y soberanía de Chile o continúa siendo 


parte del territorio peruano. Aquel de los dos países a 


cuyo favor queden anexadas las provincias*de Tacna y 
Arica, pagará al otro diez millones de pesos, moneda 


chilena de plata o soles peruanos de igual 2 y peso que 
aquella. 
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-Un protocolo especial, que se considerará como par- 
te integrante' del presente tratado, establecerá la forma 
en que el plebiscito deba tener lugar y los términos y 
plazos en que hayan de pagarse los diez millones por el 
país aque Quede dueño de las provincias de Tacna y Ari- 
ca 


ARTICULO IV 


e * ; 

En conformidad a lo dispuesto en el supremo decre- 
vo de 9 de Febrero de 1382, por el cual el Ggpbierno de 
Chile ordenó la venta de un millón de toneladas de gua- 
no, el producto líquido de esta sustancia deducidos los 
gastos y demás desembolsos a que se refiere el artículo 
13 de dicho decreto, se distribuirá por partes iguales en- 
tre el Gobierno le Chile y los acreedores del Perú, cuyos 
títulos de crédito aparecieren sustentados con la. garan- 
tía del guano. 

Terminada la venta del millón de toneladas a que 
se refiere el inciso anterior, el Gobierno de Chile conti- 
nuará entregando a los acreedores peruanos el cincuen- 
ta por ciento del producto líquido del guano, tal como se 
establece en el mencionado artícul 013, hasta que se ex- 
tinga la deuda o se agoten las coraderas en actual explo- 
tación. | 

Los productos de las covaderas o yacimientos que se 
descubran en lo futuro en los territorios cedidos, perte- 
necerán exclusivamente al Gobierno de «Chile. 


y 


ARTICULO V. 


Si se descubrieren en los territorios que, quedan del 
dominio del Perú, covaderas o yacimientos de guano, a 


minarán previamente por ambos Gobieinos: e común 
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cuerdo, la proporción y condiciones a que: cada. 20 O 


Be irntadad 
ARTICULO VI. 


Los acreedores peruanos a quienes se concede el be 
neficio a que se refiere el artículo 4o., «¿deberán sou ter: 
se Para la calificación de sus títulos y a 


de F O EOS 1882. 


ARTICULO VII 
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ARTICULO VIII. 


Fuera de las declaraciones en los artículos” prece- 
dentes, y de las obligaciones. que el Gobeirno de Chile 
tiene expontáneamente aceptadas en el supremo decre- 
to de 28 de Marzo de 1882, que reglamentó la propiedad 
salitrera de Tarapacá, el expresado Gobierno de Chile 
no reconoce créditos de ninguna clase que afecten a los 


- nuevos territorios que adquiere por el presente tratado, 


cualquiera que sea su naturaleza y proceedncia. 
de IX 


Las islas de obs continuarán administradas por 
el Gobierno de Chile hasta que se dé término, en las 
covaderas existentes, a la explotación de un millón de 
toneladas de guano, en conformidad a lo estipulado en 


los artículos 4o. y 7o. Llegado este caso, se devolverán al 


Perú. 
ARTICULO X 


E? Gobierno de Chile declara que cederá al Perú, 
desde el día en que el presente tratado sea ratificado y 
cangeado constitucionalmente, el cincuenta por ciento 
que le corresponde en el producto del guano de las islas 
de Lobos. | 


| ARTICULO X! 


Mientras no se ajuste un tratado especial, las rela- | 
ciones mercantiles entre ambos países subsistirán en el 


mismo estado en que se encontraban antes del 5 de abril 
de 1879, | 


AE EA 


ARTICULO XII 


Las indemnizaciones que se deban por el Perú a los 


chilenos que hayan sufrido. perjuicios con motivo de, la 


guerra, se juzgarán por un Tribuna] arbitral o, Comisión 


mixta internacional nombrada inmediatamente después 
de ratificado el. presente tratado, en la forma estableci- 


da. por Convenciones recientes, ajustadas .. ¿entre Chile y ] 


los Gobiernos de Inglaterra, Francia 8 Italia. 


ARTICULO XII 


Los Gobiernos contratantes reconocen y aceptan la 
validez de todos los actos administrativos y judiciales 
pasados durante la ocupación del Perú, derivados.de la 


Jurisdicción marcial ejercida por el Gobiérno de Chile. 
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El presente tratado será ratificado, y las ratificacio- 


nes cangeadas en la ciudad de Lima, cuanto antes sea 
posible; dentro de un término máximo de ciento: sesenta 
días, contados desde esta fecha. : 


En fé de lo cual, los respectivos Piénipótenciarios. 


lo han firmado por duplicado y sellado con Sus "sellos par- 
ticulares. e ¡E , 


Hecho en Lima, a veinte de Octubre del E 1% 


Nuestio Señor mil ochocientos ochenta y tres. 


J. A. de Lavalle. Mariano Castro Zaldívar. 
(L. $.) A 
| Jovino Novoa 
(L: S.) 


“ARTICULO XIV. 


Ñ Mr. Calvin Coolidge 
E Presidente de los Estados Unidos, autor del Laudo sobre la gra- 
y 


- este famoso documento, han producido movimientos de viva protesta 
_ patriotica en el Perú. : 


Eve cuestión de Tacna y Arica. Las consideraciones en que se basa 


¡da ES 25 , : , sy 


Texto integro del laudo 
(PARTE CONSIDERATIVA 3 


. SEN el proceso de arbitraje entre la república de 
Chile y la república del Perú, con respecto a las provi-: 
siones no cumplidas del tratado de paz firmado el 20 de 
octubre de 1883 ,de conformidad con el protocolo y acta 

-_ suplementaria firmadas en Wáshington el 20 de julio de 
1922. En respuesta a la invitación del gobierno de los. 
Estados Unidos, los representantes de la república de 
Chile y de la república del Perú, se reunieron en Wás- - 
hington en mayo de 1922 con el propósito de arribar a 
- un arreglo con respecto a las provisiones ho cumplidas 
del tratado de paz de 20 de octubre de 18383. Como re- 
sultado de sus deliberaciones, se firmó un protocolo de 

arbitraje, conteniendo la siguiente provisión: 
Artículo primero.—Queda constancia de que las ú- 
_hicas dificultades derivadas del tratado de paz sobre las 
cuales los dos países no se han puesto de acuerdo, son las 
cuestiones que emanan de las estipulaciones no cumpli- 
das del artículo tercero de dicho tratado. | 
Artículo segundo.—Las dificultades a que se refiere 
el artículo precedente, serán sometidas al arbitraje del 
presidente de los Estados Unidos de América, quien las 
resolverá sin ulterior recurso, con audiencia de las par- 
tes y en vista de las alegaciones y probanzas que éstas 
presenten. Los plazos y procedimientos serán determina- 
- dos por el árbitro. 


A e a O 
Al mismo tiempo se firmaba la siguiente acta su- 
plementaria: 

“A fin de precisar el alcance del arbitraje estipula- 
do en el artículo 20,«+del protocolo: suscrito en esta fecha, 
los infrascritos acuerdan dejar establecidos los siguien- 
tes puntos: | A 

Primero:-——Está comprendida en el arbitraje la si- 
guiente cuestión promovida por el Perú en la reunión 
celebrada por la conferencia el 27 de mayo último: Con 
el objeto de determinar la manera en que debe darse 


cumplimiento a lo estipulado en el artículo 30. del trata- 


do de Ancón, se somete a arbitraje si procede o no, en las 


circunstancias “actuales, la realización del plebiscito.” 


+ “El gobierno de Chile puede oponer, por su parte, 


bes ek árbitro todas las alegaciones que crea convenien- 
tes a su defensa.” d 

| Segundo: —En caso de que se: declare la proceden= 
cia del plebiscito, el árbitro queda facultado para deter, 
minar' sus condiciones. 

Tercero.—Si el árbitro decidiera la improcedencia 
del plebiscito, ambas partes, a requerimiento de cual- 
quiera de ellas, discutirán acerca de la situación creada 
por este fallo. : 


Es entendido, en el o de la paz y del buen or: * 


den que, en este caso, y mientras esté pendiente un a- 
cuerdo acerca de la disposición del territorio, no se per- 
turbará la organización alministrativa de las provincias. 

Cuarto.—En el caso de que no se pusieran de acuer- 
do, los dos gobiernos solicitarán para este efecto los bue- 


nos oficios del gobierno de los Estados Unidos de Nort:* 


América. 


Quinto.—Están igualmenté comprendidas en el ar-- 


bitraje las reclamaciones pendientes sobre Tacna y Chil- 
caya. según lo determine la suerte definitiva del territo- 
rio a que se refiere el artículo tercero de dicho tratado. 
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Está acta forma parte integrante del protocolo de su 
referencia.” | 4 | , 
Habiéndose Herificado las! tatificáciones del protos 
colo y del acta suplementaria, el presidente de los Esta- 
dos Unidos aceptó el cargo de árbitro y las partes inte-- 
resadas, de acuerdo con ell preoedimiento arbitral pre-. 
sentaron sus alegatos y réplicas respectivas, que fueron 
aprobadas por el árbitro. La documentación de este pro- 
ceso, que comprende cerca de 6,000 páginas, ha sido 
cuidadosamente examinada por él árbitro, el cual emite 
“ahora lass' s: guiente opinión y fallo: 


: ss a . TRATADO DE ANCON. 

El artículo Helceró del tratado de paz de 20 de oc: 
tubre de 1883, conocido con el nombre. de. tratado de 
Ancón, dice textualmente: | 

El territorio .de las provincias de Tacna y Arica, que: 
limita por el norte con el río Sama, desde su nacimiento. 
- en las cordilleras limítrofes con Bolivia hasta su desem- 
- bocadura en el mar; por el sur con la quebrada y río de 
Camarones: por el Oriente con la república de Bolivia, y 
por el Poniente cón el mar Pacífico, continuará poseído 
por Chile y sujeto a la legislación y autoridades chile-- 
nas durante el término de diez años, contados desde que 
- se ratifique el presente tratado de paz. Expirado este 
plazo, un plebiscito decidirá en votación popular si el 
territorio de las provincias referidas queda definitiva. 
mente del dominio y soberanía de Chile, o si continúa 
siendo parte del territorio peruano. Aquel de los dos 
países a cuyo favor queden anexadas las provincias de 
Tacna y Arica, pagará al otro diez millones de pesos, 
moneda chilena de plata o so!es peruanos de E ley y 
peso que aquella. . 


E ya 


Un protocolo especial. que se considerará como 


parte integrante del presente tratado, establecerá la for- | 


ma en que el plebiscito deberá tener lugar y los términos 
y plazos en que hayan de pagarse los diez millones por 
el país que quede dueño de las provincias de Tacna y 
Arica. | 


DEBERES DEL ARBITRO 


El protocolo y el ota suplementaria, que forman un 


todo, provee no sólo el arbitraje sino también la posibi- 


lidad de que Estados Unidos concurra con el contingente 


de sus buenos oficios, pero esa contingencia nada tiene 


que ver con el deber que le impone su condición de árbitro. 


Ese deber es, primero: Decidir si bajo las actuales cir- 
cuenstancias. debe o no celebrarse el plebiscito para de- 


terminar la soberanía definitiva del territorio en disputa Si 


entre el Perú y Chile. 


Segundo.—Si el arbitro falla a fuor del plebiscito. | 
fijar las condiciones en que este deba realizarse, inclu. 


vendo los términos y pasos para e] pago que deberá ha- 
cer la nación que resulte triunfante en el plebiscito, de 


conformidad con lo previsto en el artículo 30 del tratado 


de Ancón. | 

Tercero.—Si el árbitro falla. que no debe hon ple- 
biscito, no ejercerá ya medida alguna en calidad de ár- 
bifro, excepto que la decisión sea a favor o en contra del 
plebiscito, resolverá la cuestión pendiente respecto de los 


territorios de Tarata y Chilcaya, situados, respectiva- 


mente en los linderos norte y sur. 


PRIMER PUNTO. LA CUESTION DEL PLEBISCITO 


El primer punto es si en las presentes circunstancias 
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deberá o no deberá realizarse el plebiscito. El territorio 
de las provincias de Tacna y Arica, se tiene entendido, 
consta de cerca de 9,000 millas cuadradas de superficie 
y contiene una población de entre 30,000 y 40,000 almas. 
Forma parte este territorio de la zona de desiertos de la 
costa del Pacífico; hay en el territorio en cuestión algu- 
nos recursos mineros, pero éstos no parecen ser de con- 
sideración. Los valles que se extienden desde los estri- 
bos de la cordillera oriental, dan facilidades para la a- 
gricultura; en uno de estos valles yace la ciudad de Tac- 
na, capital de la provincia peruana de ese nombre. La 
ciudad de Arica, capital de la provincia mencionada en 
el artículo tercero del tratado de Ancón, es un puerto en 
el Océano Pacífico, a cerca de cuarenta millas de Tac- 
na, con la cual está unida por ferrocarril. Arica es tam- 
bién término del ferrocarril a La Paz y es de importan- 
cia comercial. 

Al tiempo que se firmó el tratado de paz, Chile es- 
taba ya en posesión del territorio de las provincias de 
Tacna y Arica, como resultado de la guerra del Pacífico, 
y en virtud de un artículo del mencionado tratado, de- 
bía de continur en posesión de esos territorios por un pe- 
ríodo de diez años, quedando sujetos a las leyes y auto- 
ridades chilenas. Se convino también en que, a la expi- 
ración de este plazo, se efectuaría un plebiscito para 
decidir si el territorio debía quedar definitivamente ba- 
jo el dominio y soberanía de Chile o debía continuar 
constituyendo parte del Perú, esto es si sería permanen- 
temente parte chilena o peruana. El párrafo mencionado 
en resúmen debía de resolver en definitiva la suerte de 
ese territorio. La nación a quien se adjudicasen las dos 
provincias, deberá pagar a la otra la suma de diez meda 
nes de pesos chilenos o de soles peruanos. : 

Finalmente, el artículo provee que las dos naciones 
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deberán negociar un protocolo especial que deberá pre- 
cribir: primero, la manera cómo deberá realizarse el 
plebiscito; segundo, la forma y plazos para el pago de 
los diez millones de pesos. 

La cuestión de si el plebiscito deberá o no deberá 
realizarse se depende de la cuestión de los párrafos se- 


gundo y tercero del artículo 30. dell Tratado de Ancón, - 


que están aún en vigor. Si esas provisiones no han expi- 
rado por el lapso de tiempo trascurrido o si no han sido 
abrogadas o nulificadas por la acción de las partes de 
suerte que su realización no pueda ya exigirse, el plebis- 
cito debe realizarse, porque ese es el arreglo. Si ese arre- 
glo, por cualquier razón no subsiste, entonces el plebisci- 
to no debe realizarse, menos que se efectúe un nuevo a- 
rrEeO al respecto. 

_Como el asunto así se relaciona con la construe- 
ción, operación y obligación de esta parte del tratado, 
la facultad del árbitro es mucho más estrecha que el al- 


cance de los argumentos que han sido presentados. No es 
ni obligación ni privilegio del árbitro el ocuparse de las 


causas de la guerra del Pacífico y cómo se condujo ésta, 
ni sobre la justicia de las condiciones de paz, ni sobre las 
relaciones de alguno de los dos países con la república 
de Bolivia ni la penetración de las previsiones del artícu- 
lo 3o. del tratado de Ancón, ni sobre los efectos econó- 
micos del tratado, ni sobre llas alegadas iniquidades ge- 
nerales de la presente situación. ni sobre ninguna cues- 
tión, cualquiera que ella sea, aparte del sentido y efica- 
cia del arreglo mismo. 

- La correcta interpretación del artículo 30. del tra- 
tado de Ancón, en globo, y casi puede decirse cada una 


de'súus palabras ha sido sutilmente debatida entre las 
partes por espacio de muchos años y es nuevamente sutil 


e ingeniosamente discutida ahora en sus alegatos y en 


sus réplicas. Ahora bien, no es necesario penetrar en el 


e y 
E 
5 


— 19 — 


- refinamiento de este debate, tanto más. que según la opi- 


nión del árbitro, no afecta las consideracoines que está 
controlando en la determinación de los méritos de este 
arbitraje. | 


LAPSO DE TIEMPO 


Debe tenerse presente que los párrafos segundo y 
tercero del artículo 30. no proveen la caducidad de sus 
obligaciones por lapso de tiempo: el citado artículo no 
contiene provisión alguna respecto a caducidad, ni fija 
el período dentro del cual debe realizarse el plebiscito ; 


el plebiscito debía realizarse después de la expiración de 


ese plazo, que era de diez años, pero no se fijó plazo de- 
finido. Debía de haberse efectuado mediante un arreglo 
especial que debían de concertar las partes; pero no se fi- 
Jó plazo para que dentro de él se negociase el protocolo 
especial para el plebiscito. Cualesquiera que haya sido 


. las razones para haber dejado tanto tiempo sin concer- 


tar el arreglo, subsiste el hecho de que el asunto fué de- 


_ Jado sin la prescripción de un tiempo limitado y las o- 
bligaciones de las partes de conformidad con el tratado 


deben ser determinadas en conformidad. Si fuese suge- 
rido que tal arreglo—un arreglo para convenir no fijar 
plazo y en que no se ha convenido la caducidad—ca- 
recerá de objeto y se tendría una respuesta triple a esa 
sugestión: Primera, que el árbitro no está autorizado pa- 
ra alterar el tratado o insertar en él provisiones. cual- 
quiera que fuera su saludable efecto en su opinión mi- 
rando las cosas retrospectivamente, lo cual las altas par- 
tes contratantes no vieron para incluírlas en él. Segunda, 
que el tratado de Ancón fué un tratado de paz; las par- 
tes estaban comprometidas en una guerra devastadora. 
Aparentemente las partes en 1883 y 18884 pensaron en 
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que sería mejor arreglar en que debían convenir en al- 


gún tiempo indeterminado en el futuro, en lugar de con- 


venir en ir a un desacuerdo en el presente. Debieron tam- 
bién haber tomdao en cuenta el hecho de que el no haber. 


arribado a los términos del plebiscito cuando era el mo- 
mento de arreglarlo, dejaba pendiente uno de los gran- 
des problemas de la guerra del Pacífico y debieron de 
creer que desde que la reapertura de las hostilidades por 
esta causa después de un lapso de tiempo de cuando me- 
nos de diez años era improbable y que un arreglo amis- 
toso redundaría en intereses de las dos partes, era inne- 
cesario e inoportuno prescribir tiempo fijo para las ne= 
gociaciones. Finalmente, el actual arbitraje es lla me- 
jor prueba de que el arreglo, elástico como era, no 
carecía de fuerza, desde que esos grandes estados, 'en 
respuesta a sus provisiones, habiendo fracasado. una y 
otra vez en el curso de los años en la confección del pre-. 
visto protocolo, han sometido ahora a arbitraje 0 cues- 
tión del plebiscito y sus condiciones. 

Debe también observarse de que las partes, en Le 
época de de la firma del tratado, deben haberse da- 
do cuenta de que no contaban con seguridades sobre los 
resultados del plebiscito, que no debía de realizarse, has- 
ta después de la expiración de los diez años; ese resul- 
tado. se debió a la conjetura de la esperanza, que de- 
bía. ser que una sabia y benéfica administración dispusie-. 
se a los votantes a favor de la continuación de la. autori- 
dad existente, _mientras que administración Opresora 0, 
medidas hostiles al bienestar y tradiciones de la pobla- 
ción tendrían efectos conrtarios. El carácter de la futura. 
administración, cualquiera que fuera su carácter sobre la 


disposición de los votantes, no podía producirse con. se-.. 
guridad. Las partes, sin embargo, convinieron en pospo-. 


ner el plebiscito. al. tiempo suficiente para hacer el resul-. 
tado incierto; y el punto de acuerdo era que ni Chile, ni 


. 
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el Perú podian asegurar un control definitivo ' y que la. 
decisión «debía dejarse al voto popular. 

Es aparente que hoy existen obstáculos físicos pa: 
ra la realización del plebiscito en la actualidad; en 
euanto a lo que toca a lós arreglos necesarios para la ce- 
lebración del plebiscito, no pueden decirse que deben" 
abandonarse porque se ha hecho,en la naturaleza de" 
las condiciones. esenciales para el plebsicito, según se: 
cuerdo entre las partes para OS las td 
del. artículo 30. E | ; 
: Ha sido constante queja del Perú, mantenida con: 
tay y elocuencia, que Chile persistentemente: ha frus- 
trado la celebración, en el turso de su administración 
del territorio ocupado, ha constituído una perversión de 
las condiciones esenciales para el plebiscito, Según se 
contempla en el tratado; en pocas palabras, que Chile: 
con impedir el cumplimiento del artículo 30., ha liberta: : 
do al Perú de las obligaciones que éste le imponía y que 
por lo.tanto. el plebiscito no debe tener lugar y Chile debe ' 
ser considerado como trasgresor en el territorio en éues: 
tión desde el año 1894. Esta queja da lugar a dos cues- . 
tiones principales; primera, con respecto a la condúcta 
de Chile en relación «a los esfuerzos para llegar a un a- 
rreglo para el plebiscito; y segunda con respecto a su. 
administración en el territorio AS mo Pci de Tae- 
na 'y Arica. E | | 


EL FRACASO EN LOS ARREGLOS. —DEMORA 
7 EN LAS NEGOCIACIONES 


- No se ha formulado cuestión sobre que el plebisci 
to hubiera podido realizarse antes de la expiración del . 
período de diez años. La naturaleza de la obligación im- 


Y E 


puesta por el artículo tercero debe de derivarse de sus 
términos Hasta que no se llegase a un arreglo especial, 


no podía celebrarse el plebiscito Como las partes convi- 
nieron en formular un protocolo especial, pero no fijaron 
sus términos, su acción fué en sustancia negociar de bue- 
na fé para llegar a ese fin, y podía seguirse que una ne- 


gativa de cualquiera de las dos partes para hacerlo así, 
justificaría a la otra parte para considerarse libre de la 


provisión. Pero como las partes no preseribieron en el tra- 
tado las condiciones del plebiscito y las dejaron para ser 
materia de futuros arreglos, es manifiesto que con res- 
pecto a las negociaciones tendientes a tal arreglo, retu- 
vieron los derechos de estados soberanos actuando de 
buena fé. Ninguna de las partes dejó prescribir el dere- 
cho de proponer condiciones que parecían razonables y 
apropiadas para la celebración del plebiscito o de opo- 
nerse a las condiciones propuestas por la otra parte. 

El acuerdo en términos vagos para concertar un pro- 


tocolo especial, no significa que las partes estuvieran o-. 


bligadas a llegar a un acuerdo que fuera inconveniente 


para cualquiera de ellas, siempre que no se hubiera pro- 


cedido de mala fé. 


Aún más, puesto que el protocolo debía ser concer- 
tado entre países soberanos, debe considerarse también 


implicado en el acuerdo mencionado en el artículo terce- 
ro, que estos estados debían actuar respectivamente de 


acuerdo con sus métodos constitucionalés, y no debe es- 
timarse como mala fé la negativa para ratificar cualquier 
proyectado protocolo, que fuera considerado como insa- 
tisfactorio por alguna de las partes ratificantes.. 


Con el objeto de justificarse cualquiera de las par- 


tes que reclame que no tiene la obligación de cumplir el 


compromiso. debe producirse algo más que el fracaso de 


negociaciones particulares o no ratificar protocolos: de- 


terminados. 


Debe comprobirsa la intención de frustrar o cum: 
plir las disposiciones del artículo 30. con respecto del 
plebiscito es decir no acudir simplemente al rechazo de 
un acuerdo particular propuesto a causa de sus condi-. 
ciones sino el propósito de impedir cualquier convenio. 
razonable para la celebración del plebiscito. 5d 

En tanto que no debe haber duda en cuanto a la. 
comprobación de tal intención o mlaa fé, si se consigue 
establecerla y declarar culpable a una de las partes de. 
las consecuencias de su acción, es evidente que tal pro- 
pósito no debe ser imputado de modo ligero. Indudable: : 
mente la prueba requerida puede ser proporcionada por 
evidencias circunstanciales; pero el :“bonus probandi”. 
de tal acusación no debe ser menos cuando está afecta- 
do el honor de la nación, que en el caso de la reputación 
de un individuo particular. La comprobación de existen- - 
cia de mala fé debe ser apoyada no por consecuencias, 
sino por prueba clara y convincente que haga inevitable 
tal conclusión. Es innecesario revisar el detalle de la his-. 
toria de las negociaciones entre las partes. Para pronun- 
ciarse sobre las voluminosas pruebas del Perú, sería ne-- 
cesario entrar en un doloroso y pesado exámen de los 
cambios diplomáticos realizados entre los dos países, y 
que llenan centenares de pruebas en la colección docu 
mental. Este exámen ha sido llevado a cabo y sus resul- 
tados pueden ser expresados en el breve pzrrafo que Me- 
va por título. | 


SUMARIO DE LAS NEGOCIACIONES 


Las negociaciones formales para llegar a los térmi- - 
nos de un protocolo especial para la celebración del ple- 
biscito comenzaron en 1892 y fueron diligentemente pro- 
seguidas durante varios meses en la forma de conferen- 
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cias oficiales, cuyos debates cubrieron las cuestiones 


principales surgidas entre los dos gobiernos, inclusive los 


asuntos fronterizos, que han sido sometidos al presente 
arbitraje y dieron por resultado las notas cambiadas en- 


tre los señores Jiménez y Solar el 26 de enero de 1894. 
las que, sin embargo, dejaron pendientes las más impor- 
tantes condiciones de] plebiscito. ) 


Las negociaciones continuaron; pero expiró el pla-- 
zo de 10 años sin que se hiciera mayores progresos y 


fueron entonces interrumpidas, y los adelantos ya he- 
chos se perdieron a causa de una crisis ministerial en Chi- 
le y la muerte del presidente del Perú. 


A principios de 1895, perturbaciones civiles en el 


Perú dieron por motivo al establecimiento de una junta 
provisional de gobierno, con la cua] el ministro de Chile 


inició negociaciones en agosto de 1895, las que se reali- 
zaron por medio de numerosas conferencias y termina- 
ron con el cambio de notas de febrero de 1896, en que se 
revelaron los respectivos puntos de vista, que a la postre 


habían resultado irreconciliables. Luego sigue un interva- 
lo en que la cuestión no fué presionada por ninguno de 
los dos gobiernos, cuya razón fué expuesta en el memo- 
randum del 14 de agosto de 1897, en el que cada uno de 


los gobiernos, expresó el deseo de conseguir una solu- 


ción definitiva | ) | | 

Más tarde el señor Billinghurst, vicepresidente del 
Perú, fué enviado a Santiago en misión especial para ne- 
gociar el protocolo y el resultado de esto fué el llama- 
do protocolo Billinghurst-Latorre, que fué firmado en 
abril 16 de 1898. Así los poderes ejecutivo de ambos paí- 


ses llegaron a un acuerdo sobre todos los puntos, excep-- 
tuando dos, a saber: quiénes debían votar en el plebis- 


cito y si la votación debía ser pública o secreta y se acor- 
dó que esos puntos quedaran para ser resueltos por el 
arbitraje de la reina de España. En el Perú, el protocolo 


Dr. Don Alberto Salomón 


be Ministro de Relaciones Exteriores, que ha desenvuelto 
- desde los primeros momentos con brio, tenacidad y pa- 
triotismo nuestra cuestión con Chile ante el gobierno de 
los Estados Unidos. des 
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fué aprobado. En Chile la comisión de relaciones exté= 
riores del senado informó desfavorablemente el docu-. 
mento por mayoría de votos; pero el senado, sin em- 
bargo, lo aprobó en 10 de agosto de 1898. La mayoría 
de la camisión de relaciones exteriores de la cámara 
de diputados de Chile votó primero en favor del proto- 
colo; pero más tarde dió informe adverso a él y la cáma- 
ra no lo aprobó. La razón alegada principalmente para 
esto fué que los puntos propuestos para ser sometidos al' 
arbitraje debían ser solucionados directamente entre los 
dos gobiernos y el documento fué devuelto al ejecutivo, : 
de modo que había necesidad de realizar nuevas negocia- 
ciones para dar cumplimiento al artículo 30. del tratado 
de Ancón. 0 a o 

Aunque hubo un gran disgusto en el Perú por esta ' 
decisión. ni éste país ni Chile consideraron el rechazo del 
- protocolo Billinghurst-Latorre como justificación del 
término de las negociaciones sobre el tratado. Mientras 
tanto, surgió una seria disputa sobre los mátodos obser- 
vados por Chile para administrar Tacna y Arica. Las vi- 
gorosas quejas del Perú condujeron a un debate diplo- . 
mático que llegó a una situación de estagnación, y el se- 
ñor Chacaltana, ministro del Perú en Chile fué llamado . 
por su gobierno en 1901. La representación 'peruana no. 
fué renovada hasta 1905. En febrero de ese año, el mi- 
nistro de relaciones exteriores del Perú dirigió una co- 
municación diplomática directamente al ministro chile- 
no de relaciones exteriores, protestando contra el trata- 
do de 1905 firmado entre Chile y Bolivia, que dispone 
entre otras cosas la construcción del ferrocarril de Arica 
a La Paz, a expensas de Chile y concede privilegios co- 
merciales a Bolivia. . | : A 

El Perú protestó contra este tratado, estimándolo 
como una infracción a ssu derechos soberanos. Chile res- 
_pondió exponiendo su teoría para justificar su acción y 
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eoncluyó invitando: al Perú a reanudar las negotacio- 
nes En su respuesta de 25 de abril de 1905, el mi-" 
nistro peruano de relaciones exteriores, decía que su go- 
bierno se sentía altamente complacido a] “aceptar la in- 
vitación de V. E. a negociar el cumplimiento del tratado 
de Ancón en lo que se refiere a las provincias de Tacna 
y Arica”. Se acreditó ministros; pero la documentación p 
no revela nada acerca de las negociaciones que se veri- 
ficaron. 

El 25 de marzo de 1898 el ministro de volacióhes 
exteriores, señor Puga Borne en una detallada nota di- 
rigida al ministro del Perú, en Santiago, propuso una se- 
rie de convenciones relativas, respectivamente, al comer- 
cio, a la marina mercante, construcción de ferrocarril in- 
ternacional, plebiscito, indemnización y expuso su pun- 
to de vista sobre la forma en que debía celebrarse el 
plebiscito. El ministro peruano, señor Seoane declinó la 
proposición de combinar el protocolo plebiscitario con 
otros asuntos y refutó la sugestión afirmando que “de a- 
cuerdo con el precedente moderno sobre el plebiscito, 
incorporado en la historia de la legislación internacional, 
aquel constituye la fórmula de una cesión disimulada” y 
presentó extensamente la posición del Perú acerca de las 
condiciones del plebiscito. Más tarde se convino que las 
negociaciones se continuaran en Lima. A continuación 
sobrevino el incidente llamado de la corona para el mau- 


soleo erigido a la memoria de los soldados peruanos 


muertos en la guerra con Chile. La corona fué aceptada 
primero pero más tarde la aceptación fué retirada y el mi- 
nistro chileno regresó inmediatamente a su país. 

En ausencia de representación de cada uno de lod 4 
países en las respectivas capitales, sobrevino un Período 


de negociaciones directas entre los ministros de relacio- 


nes de los dos países. Esas negociaciones comenzaron en 


1909 con una nota del canciller chileno, quejándose del es 


lenguaje empleado por el presidente del Perú en Su 
mensaje al congreso al referirse a la cuesitón de Tacna y. 


Arica. El ministro peruano replicó justificándolo y en 


otra nota se ocupó de los asuntos relacionados con la ad- 
ministración chilena, que serán tratados más adelante. ] 
En octubre de 1909, Chile presentó ciertas proposi- 
ciones definidas acerca de las condiciones de] plebiscito, 
fundándolas en el protocolo Billinghurst-Latorre y  eu- 
briendo los puntos que en virtud de ese protocolo debían 
ser sometidas al arbitraje. El Perú replicó en noviembre 
de 1909 en un memorándum conteniendo contra proposi-. 
ciones que modificaban en cierto sentido y de. modo impor- 
tante el plan chileno. Continuó la correspondencia en la. 
cual se expuso la respuesta de Chile a las quejas del Pe- 
rú acerca de la administración chilena en el territorio de 
Tacna y Arica y el Perú replicó. En la nota de 3 de Mar- 
zo de 1910 el ministro de relaciones exteriores recurrió a 
la idea de que los plebiscitos, según la legislación inter-. 
nacinnal no eran sino fórmulas disimuladas de anexión y 
aplicó esto al caso de Tacna y Arica diciendo que las dis- 
posiciones pertinentes del tratado de Ancón habían sido. 
elaboradas “como la única forma destinada por la histo- 
ria a satisfacer las exigencias territoriales de Chile sl 
herir prifundamente el sentimiento nacional. peruano.' 
Sin embargo, agregaba el ministro chileno de relaciones. 


que su gobierno “busca en el plebiscito la satisfacción de- 


sus legítimas exigencias y que sólo pide que sea un acto. 
esencialmente popular y que se verifique sin violar en 


ninguna circunstancia. interrumpiéndolos sus derechos 


como soberano de los territorios de Tacna y Arica”. Lue- 
go el ministro de relaciones de Chile exponía con gran-, 
des detalles las proyectadas condiciones para el plebis- 
cito, el que debía efectuarse en el plazo de seis meses des- 
pués del canje de ratificaciones del protocolo y detallaba 
la forma en que la oficina directiva y. los comités de ins- 
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cripción y de recepción de los votos debían ser nombra: 


dos y proceder; la clasificación de los contratos y la legi-' 
timidad de los votos. El Perú no respondió a estas propo- 
siciones. Una vez más en marzo 19 de 1910 como en 1901 
las relaciones diplomáticas quedaron interrumpidas, eoz 
mo protesta contra el curso seguido por Chile en la admi- 
nistración de Tacna y Arica. El ministro de relaciones de 
Chile respondió a la notificación de retiro del represen: ' 
tante del Perú llamando la atención hacia el hecho que 
éste se producía. casi inmediatamente después de que él: 


Mo AN 


había hecho detalladas proposiciones para el plebiscito. 


Las relaciones diplomáticas no se reanudaron. 
En setiembre de 1912, el señor Billinghurst subió a 
la presidencia del Perú. Evidentemente como resultado. 


de negociaciones informales resultó en noviembre de 


1912 un cambio de telegramas entre los ministros de rela- 


ciones de los dos países llamados los telegramas Hunneus. 


Valera ; éstos eran idénticos y disponían: | 
1).—La postergación del plebiscito hasta 1933. * 


2).—La supervigilanicia del plebiscito por un comiz 
té de cinco delegados; dos chilenos, dos peruanos y uno 
que presidiría y que sería e] Presidente de la Corte Sú- - 


prema de Justicia de Chile. 


.3).—Tendrían derecho a votar las personas nacidas - 
en Tacna y Arica y los chilenos y peruanos que hubieran 


residido en el territorio tres años y que supieran leer y ' 


eseribir. | j 
> Había además varias condiciones menos. importan- 
tes. ei de pelea | 
El presidente Billinghurst dió sus razones para este 


acuerdo en el mensaje leído en una sesión secreta dels 


congreso peruano. Cuando se publicaron las comunica- 
ciones Hunneus-Valera, se produjo un violento estalli. 
do de opinión pública en el Perú contra el presidente Bi- 


Uinghurst y el sentimiento creado así contribuyó a la 


e 


— 29 — | pa 


caída de su gobierno en 1914. En mayo de ese año el nue- 
vo gobierno del Perú comunicó su accesión al poder y 
fué rápidamente reconocido por Chile. En diciembre de 
1914 el Perú pidió a Chile la expulsión del ex-presiden- 
te Billinghurst de Tacna y Árica y esta solicitud fué a- 
tendida favorablemente. | 
En 1920, el presidente de Chile autorizó al señor 
Puga Bnrne para que negociara formalmente con el pre- 
sidente del Perú con las instrucciones de mantenerse 
dentro de los límites de las negociaciones anteriores y- 
que sometiera nuevas proposiciones a su gobierno que 
creyera conveniente. Al parecer nada resultó de esto. 
En diciembre 18 de 1921, el ministro de Relaciones 
Exteriores de Chile hizo una nueva tentativa para reanu- 
dar negociaciones sobre el protocolo plebiscitario, pro- 
poniendo directamente al ministro peruano de Relacio- 
nes Exteriores que el plan Hunneus-Valera fuera tomado 
como base para perfeccionar tal protocolo. . 
El Perú respondió invitando a Chile a someter jun- 
tos toda la cuestión del Pacífico, que les divide al arbi- 
traje y terminaron por convenir en ello a iniciativa del 
presidente de los Estados Unidos de Norte América. 
Las negociaciones siguientes dieron por resultado el 
presente arbitraje. 


CONCLUSIONES SOBRE LAS NEGOCIACIONES : 


El curso de las: negociaciones debe ser contempla- 
do a la luz de los derechos y obligaciones de las partes 
del tratado, tal como ya se ha manifestado. No es nece-: 
sario discutir el mérito de las posiciones asumidas de 
tiempo en tiempo por las partes. La cuestión que ahora 
se presenta no-.es si las opiniones particulares, proposi- 
ciones, argumentos y objeciones de cada parte durante 


el curso de las negociaciones deben ser aprobados, sino 
en cuanto a la buena Te con que esas proposiciones, opi- 
niones, argumentos y objeciones han sido formuladas. 
El no haberse podido poner de acuerdo acerca de las 
condiciones del plebiscito no puede por eso ser considerado 
que cada una de ellas convino en que tenían el derecho 
de hacer proposiciones y a objetar las proposiciones del 
otro. procediendo desde luego, de buena fé no alcanza a 
probar que Chile se haya negado siempre arbitraria- 
mente a negociar con el Perú las condiciones del proto- 
colo plebiscitario. Por el contrario, los documentos de- 
muestran afirmativamente que Chile no sólo aceptó las 
invitaciones del Perú a continuar las negociaciones sino . 
que él mismo ha comenzado algunas. Causas de demora 
tales como crisis ministeriales, revolución, enfermedad 
del ministro, muerte del presidente, contingencias políti- 
cas que no estaban dentro de las facultades de las par- 
tes, no pueden ser atribuídas a ninguna de las partes co- 
mo que constituyen una negativa mal intencionada para : 

la continuación de las negociaciones. El argumento fun- 
dado en el hecho que Chile no haya ratificado el proto- 
colo Bilinghurst-Latorre en 1898 sería procedente si Chi- 

le se hubiera. comprometido a ratificar tal argumento o 

si la conducta de Chile en relación a esto estableciera 
«ausencia de buena fe en la continuación de las negocia- 
ciones, consecuencia del tratado, pero ninguna de estas 
situaciones puede ser sostenida. El protocolo Billing- 
hurst-Latorre establecía que dos importantes. condicio- 
nes del plebiscito, 4 saber la calificación de los vo- ! : 
tantes y el secreto del voto deberían ser sometidas al 
arbitraje de la reina de España. Chile no había prome- po 
tido convenir en tal arbitraje y procedió dentro de Sus 
derechos al tratar de llegar a un arreglo directo sobre - 
estos puntos. Tampoco la conducta de Chile respecto del 
protocolo da razón para decir que procedió de mala. fe. PASE 


El ejecutivo chileno negoció el protocolo y.él senado chi- 
leno lo aprobó Tal como ya se manifestó. la comisión de 
la cámara de diputados aprobó primero el protocolo; 
luego cambió su recomendación y la cámara de diputa- 
dos procedió en forma adversa al comité. La legislatura 
chilena según el sistema constitucional. tiene el mismo 
derecho de rechazar o aprobar el protocolo. tal como el 
ejecutivo tenía para negociarlo y no puede sacarse una 
consecuencia desfavorable del ejercicio por la legislatu- 
ra de su prerrogativa constitucional en las circunstan. ' 
cias descritas. La suerte del protocolo  Billinghurst- 


La Torre no puede ser considerada como debida a 
otra cosa quea procesos normales y actos de un go- 
bierno constitucional en relación de un asunto de carác- 
ter trascendental para el público. El Perú tampoco, si- 
quiera bajo la influencia de su desilusión, rechazó la ba- 
se del protocolo para negarse a continuar las negociacio- 
nes para el cumplifiento de] tratado de Ancón. Al consi- 
derarse las obligacionse de ese tratado, debe mirarse, 
también, a la libertad de que gozaban las partes de a- 
cuerdo con el tratado, en virtud del hecho que las con- 


diciones del. pliebiscito debían ser determinadas por un 


acuerdo futuro, como también respecto de los deberes 


impuestos por el tratado. Debe llegarse a la conclusión 


de que Chile no tenía mayor obligación de ratificar el 
protocolo Billinghurst-Latorre que el Perú para aceptar 
las proposiciones que más tarde le hiciera Chile. El árbi- 
tro es de opinión que hasta el punto en que concierne a 


las negociaciones para suscripción de un protocolo espe- 


cial ninguna de las partes puede ser acusada de mala fé 
y no hay razón para llegar a la conclusión de que la ac- 
ción de Chile acerca de esas negociaciones ha anulado los 


párrafos segundo y tercero del artículo 30. del tratado 


de Ancón o absuelva al] Perú de la obligación de cum- 
plirlo. i 7 
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ADMINISTRACION CHILENA EN TACNA Y ARICA 


Resulta de lo que se ha dicho que las disposiciones 
en cuestión del tratado de Ancón deben ser consideradas 
todavía en vigor, siempre que la conducta de Chile, en la 
administración de Tacna y Arica haya sido de tal carác- 


ter que haya frustrado estas disposiciones y por consi- 


guiente las haya restado toda su fuerza. El artículo 30. 
dispone que el territorio descrito como el de Tacna y Ari- 
ca debe “continuar en posesión de Chile, sujeto a las le- 
yes y autoridad chilenas durante el período de diez años 
y que “después de la expiración de ese plazo un plebis- 
cito debe decidir si el territorio quedará definitivamente 


bajo el dominio y soberanía de Chile, o continuarán sien- 
do parte del Perú. Ha habido entre las partes una larga! 


y seria controversia: lo. Acerca de la naturaleza de la 
autoridad concedida así a Chile y 20. Acerca del status 


del territorio, después de la expiración del plazo de 10 


años, ha sostenido que tiene derecho y soberanía com- 


pletos, sujetos a terminación por un plebiscito adverso 
celebrado de acuerdo con el tratado y que mientras no 


se realice tal plebiscito esta soberanía continuará. El Pe- 
rú ha sostenido que el territorio quedaba bájo la sobe- 
ranía suya; que Chile era simplemente un poseedor con 


autoridad administrativa por 10 años y que a] fin de ese 


plazo la autoridad de Chile cesaría. 

Párrafo 1lo.—-Es innecesario discutir los O 
relativos a la cuestión de la soberanía. Es suficiente pa- 
ra los propósitos del árbitro tomar las palabras expresas 
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del tratado. Según el párrafo primero del artículo HI, el 


territorio debe quedar en posesión de Chile y sujeto a las 


leyes o autoridad; o sea sobre el carácter de las leyes, ex- 


tensión de la autoridad. “Leyes y Autoridad”, esto conf 
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Secretario de Estado de los Estados Unidos, a cuyo 

-— estudio fué sometido el protocolo del arbitraje, y princi- 

pal autor del laudo expedido; que hace a su patria res- 

ponsable del más grande de los acontecimientos históricos 

del Continente que ya a ventilarse ante la expectación 
de América, 
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prende claramente un poder segislativ o, ejecttivo. Y JU- 
dicial completo. 


El árbitro no tiene poder para limitar el poder con- 
ferido por el tr atado, Si se trata de buscar algún límite en 
los términos del tratado mismo; o sea en cláusula refe. 
rente al plebiscito. Puede estimarse como implícito que 
el ejercicio de poderes legislativo, ejecutivo y judicial no 
debe llegar al extremo de frustrar la disposición sobre el 
plebiscito, aún más cuando no es posible sino Hegar a la 
derogación de la autoridad que ambas partes convinie- 
ron que tuviera Chile. La cuestión de sí la administración 
del territorio es correcta, benéfica o mala, no ha sido so- 
metida por el tratado a ninguna examen y no es examina- 
ble por el árbitro. La administración de gobierno en to-. 
dos log países presenta en diverso grado incorreccinoes 
de carácter humano y proporciona suficiente razón para 
controversia acerca de la bondad de la justicia de les 
medidas, pero las partes en su tratado no han intentado 
crear limitaciones de carácter general siquiera. 

Párrafo 20.—El artículo 30. no establecía provisión 
alguna sobre lo que debía suceder después de la expira- 
ción del plazo de 10 años y mientras se celebraba e] ple- 
biscito. Como el plebiscito no debía verificarse hasta el 
término del plazo señalado, debe considerarse como den- 
tro de la contemplación de las partes que dehc haber un 
intervalo antes que el resultado del plebiscito pudiera 
ser determ'nado. Pero no existe disposición cxpresa pa- 
ra ésta contingencia. No parece razonable suponer que 
las partes tenían la intención después de la expiración 
del plazo de diez años que Chile debía entregar la pose- 
sión del Perú, que entonces se verificaría e! plebiscito y 
que si éste resultara en favor de Chile, la posesión debía 
entonces ser devuelta a Chi'e. Tal perturbación de la au- 
toridad administrativa implicaría dificultades prácticas 
que es difícil creer pretendicron 'ercar las partes intere- 
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sadas. Chile estaba en posesión del territorio cuando se 
elaboró el tratado y debía continuar en poessión de él 
por 10 años y después de ese periodo debía celebrarse el. 
blebiscito que determinaría si el territorio permanecería 
definitivamente bajo su dominio y soberanía. La interpre- 
tación correcta es que Chile debía retener la posesión 
mientras se verificaba el plebiscito y que así la retención 
de la posesión de su autoridad administrativa continua- 
ría. Esto tendría que estar sujeto. por supuesto a la con- 
tinuación, de acuerdo con las consecuencias de las dispo- 
siciones del tratado y con el implícito entendimiento de 
parte de Chile que no impediría la celebración del ple- 
biscito y que negociaría de buena fe para que el proyec- 
tado protocolo especial estableciera las condiciones del 
plebiscito. Esta parece haber sido la intrpretación sub- 
entendida en el memorandum entregado por el ministro 
de relaciones exteriores del Perú al representante de Chi- 
le en marzo 9 de 1894. Parece que el ministro chileno 
quería incluir entre las bases del protocolo que los terri- 
torios permanecerían durante el plebiscito en el mismo 
estado que en el que se encuentra hoy y que el ministro 
peruano de relaciones exteriores respondió que no era 
necesario decirlo, porque el cambio de la persona del o- 
cupante sería necesario hacer una expresa declaración. 
Si esta era la situación inmediatamente después de los 10 
años expirados no hay razón para sostener que e] no ha- 
berse puesto de acuerdo sobre el protocolo especial pa- 
ra el plebiscito produjo cambios siempre que no mediara 
mala fé en la conducción de las negociaciones y esta a- 
cusación como ya se ha dicho no puede ser mantenida. 
El árbitro llega a la conclusión de que era inevita- 
ble que el territorio continuara “sujeto a las leyes y an- 
toridades chilenas mientras se verificaban las negocia- 
ciones para el protocolo especial. Luego la cuestión es si 
esta autoridad ha sido empleada en forma tal que ha 
frustrado el propósito de acuerdo para el plebiscito. 
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Conducta de la cual se queja el Perú y que ha sido 
objeto de numerosas y detalladas protestas que provoca- 
ron seria controversia que se estima como la ejecución de 
la política llamada ““chilenización” del territorio que 
comprende, como se alega primero: introducción de eiu- 
dadanos chilenos y segundo. dispersión de la población 
peruana después de 1910. 

Los actos calificados como introducción de ciudada- 
nos chilenos subvencionados, puede ser resumida como 
sigue: 

lo.—Creación del departamento de Tarata. 

20.—Traslación de la Corte de Apelaciones de 1- 
quique a Tacna. 

30.—Traslación de la jefatura militar de Iquique a 
Tacna y concentración de fuerzas militares chilenas en 
las provincias. 

40.—Fundación de periódicos chilenos con fines de 
propaganda. 
50.—Subvención de fábricas. 
60.—Concesiones ferroviarias, irrigación y otras. 
70.—Colonización. 

30.— Arreglos relativos, a la Aduana de Arica. 
Respecto a estas acusaciones puede decirse: 

La creación del departamento de Tarata compren- 
de la cuestión de la extensión del territorio cubierto, por 
el artículo 3o., cuestión que debe estimarse relacionada 
con la disputa de fronteras. Como la creación de este de- 
partamento ha sido asunto de organización administra- 
tiva de parte del territorio colocado por el tratado “ba- 
jo las leyes y soberanía chilenas”? no hay razón para que- 
Jjarse, puesto que no hay restricciones sobre la autoridad 
de Chile para establecer una organización administrati- 
va en el territorio. Es aplicable lo mismo tratándose de la 
traslación de la corte de justicia, de la jefatura militar 
y la concentración de fuerzas militares en las provincias, 
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si tal concentración tuvo lugar. Todos estos actos están 
claramente dentro de la autoridad conferida a Chile por 
el tratado. Chile desmiente que los diarios fueron funda- 
dos para fines de propaganda, pero aparte de la exposi- 
ción del hecho mismo, el árbitro estima imposible, desde 
el punto legal. negarle a Chile el derecho de establecer o 
subvencionar periódicos en el territorio “sometido a las 
leyes y autoridad chilenas”. Chile admite el subvencio- 
namiento de nuevas industrias en Tacna y Arica, pero a- 
grega que “desgraciadamente esas fábricas se vieron o- 
bligadas a suspender sus labores”. Fracasaran o no tales 
establecimientos no puede haber cuestión sobre el dere- 
cho de Chi'e, en general a subvencionar industrias. Es in- 
necesario ocuparse de la situación en su punto extremo 
dentro de la cual grandes porciones de dinero fiscal fue- 
ron destinadas a subvencionar las industrias de Tacna y 
Arica, puedan haber estimado una considerable inmi- 
gración artificial de personas a las provincias, porque ta] 
demostración no está comprobada en Jos hechos. La con- 
cesión Ce facilidades ferroviarias, de irrigación y otras 
se halla claramente dentro de la autoridad de Chile. La 
existencia de las concesiones puede ser limitada al p!azo 
cue aquel posea poder ejecutivo y legislativo, pero esta 
es una cuestión que el arbitraje necesariamente no debe 
resolver en este caso. Tal limitaci no afectaría la validez 
co las concesiones durante el tiempo que las disfrute el 
concedente y mantenga su autoridad. El único aspecto 
bajo elicual las concesiones ferroviarias y de otros géneros 
dben sr consideradas como factores de 'a “chilenización”, 
es el erlación a la tendencia de tales empresas para traer 
chilenos a Tacna y Arica. La principal empresa de este 
carácter llevada a cabo por Chile, seeún lo revela la do- 
cumentación, es la construcción del ferrocarril de Arica a 
ta Paz, emprendida con las condiciones del tratado ehile- 
no-bo iviano de 1904. Los documentos indican que este 


ferrocarril dió por resultado de la introducción de cierto 
número de obreros chilenos a Tacna y Arica. El tiempo 
que hayan permanecido esos obreros en las provincias 
después de la terminación de la línea en 1913 no aparece 
de modo afirmativo sino que había tales razones económi- 
cas de carácter obvio para el ferrocarril de Arica a La 
Paz que razonablemente no podía inferirse en la impor- 
tación de trabajador chileno en relación con este proyecto 
no-era más que un incidente de una empresa que Chile 
podía rea'izar con todo derecho. Indudab'emente, conce- 
siones coronadas por el éxito significaban desarrollo in- 
dustrial y desarrollo significaba población y aumento de 
la poblac'ón de las provincias y en esas circunstancias ló- 
ricamente ello representaba la existencia de una propor- 
ción mayor de personas de nacionalidad chilena, pero el 
Perú no puede objetar el legítimo y normal desarrollo de 
las provincias durante el período en que han permanecido 
bajo las leyes y autoridades chilenas. Nada hay en el tra- 
tado que establezca estagnación. 


CUESTION COLONIZACION, INTIMAMENTE RELA- 
CIONADA CON EL ASUNTO DE 
LAS CONCESIONES 


Por cierto que hasta donde alcanza a demostrar la 
documentación esto se relaciona a lo principal, sino ente- 
ramente con la construcción de obras públicas ta'es como 
el ferrocarril de Arica a La Paz, el hecho que haya e 
do a la práctica alguna medida práctica al “colon zar” 
Tacna y Arica. El punto de la colonización fué discutido 
entro los dos países en 1910, principalmente sobre la base 
del derecho de Chile para alienar tierras fiscales en rela- 
ción con los proyectos de colonización y las pruebas indi- 
can más o menos que de tiempo en tiempo se discutió pla- 
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nes amplios de colonización y que las leyes chilenas per- 
tinentes fueron extendidas en sus efectos hasta Tacna y 
Arica en 1909. Sin embargo no hay pruebas suficientes de 
que tales planes de colonización hayan sido llevados a la 
práctica y Chile ha negado que sus leyes de colonización 
hayan sido puestas en práctica alguna vez o que se haya 
comprado algún terreno, tal como lo disponían aquellos o 
que en virtud de esas leyes se haya substituído a los agri- 
cultores peruanos por chilenos. Este desmentido, por nin- 
eún motivo es una prueba afirmativa. e... 

En vista de este estado de la prueba se hace innece- 
sario considerar en qué extensión Chile pudiera haber 
llevado su sistemática política de expropiación y coloni- 
zación de las tierras de Tacna y Arica que hubiera impor- 
tado una despoblación de las provincias y sustitución de 
habitantes chilenos por peruanos capaz de frustrar la fi- 
nalidad del artículo tercero del tratado de Ancón. Es sufi- 
ciente decir que las pruebas no establecen ta] coloniza- 
ción de parte de Chile que diera lugar a base para dedu- 
cir que el Perú había descargado de sus obligaciones 
olebiscitarias. 


VARIOS ARREGLOS CON BOLIVIA 


Chile ha concedido a Bolivia privilegios comerciales 
de aduana en puertos de Tacna y Arica que han dado.lu- 
ear a protestas diplomáticas de parte del Perú. Chile ad- 
mite expresamente que “si Tacna y Arica como consecuen- 
cia de] plebiscito son devueltas a la soberanía del Perú, 
este último tomaría este territorio libre de todo impedi- 
mento resultante del tratado comercial.” 

En estas circunstancias, no se concibe que el Perú 
tiene ningún justo reclamo por concepto de cualesquier 
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arreglos aduaneros con Chile haya podido haber hecho 
para la regulación de territorios sujeto a su autoridad. Si 
tales arreglos beneficiaron el terr'torio y por tanto fomen- 
taron la inmigración, éste ha sido un mero incidente legíti- 
mo de la administración del territorio contemplado por 
el tratado. 

El árbitro, por tanto, sostiene que, con respecto a 

los actos específicos aducidos por el Perú como tendien- 
tes a demostrar una subsidiaria introducción de ciudada- 
nos chilenos, ni como cuestión legal, estos actos estuvie- 
ron dentro del derecho según el tratado, durante el 
período en el cual el territorio “está sujeto a las leyes y 
autoridad chilenas” , ni hay suficiente evidencia para de- 
mostrar que fueron efectivamente cometidos. 
? Párrafo “B”.—Los actos de los cuales se ha queja- 
do el Perú alegando que constituyen una dispersión de la 
población peruana después de 1900 son: 1), el cierre de 
colegios peruanos; 2), expulsión de frailes peruanos; 3), 
supresión de periódicos peruanos; 4-, privación a los pe- 
ruanos del derecho de reunión y del uso de la bandera 
peruana; 5-, el boycot de los obreros peruanos; 6-, cons- 
cripción de jóvenes peruanos en el ejére'to chileno; 7), 
expulsión de ciudadanos peruanos; 8), persecución ge- 
neral del pueblo peruano por medio de pobladas, tole- 
radas o alentadas por las autoridades y persecución por 
diversos funcionarios de toda clase de profesores perua- 
nos. 


En mayo 14 de 1900 el gobernador de Tacna expi- 
dió un decreto clausurando los co! eg: Os peruanos y el go- 
bierno peruano presentó una enérgica protesta. Se de- 
claró por el ministro peruano de relaciones exteriores 
que esta acción era “contraria a las leyes de Chile y en 
consecuencia contraria al Tratado de Ancón, que dicta 
su fuerza y efecto en estos territorios”. El ministro chi- 
leno de relaciones exteriores contestó negando que hu- 
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biera habido un procedimiento excepcional y afirmó la 
Just ficación de la medida según las leyes chilenas. Se di- 
jo que se habían negado los permisos para los colegios en 
cuestión por causa de violación de ia ley por los profeso- 
rCs peruanos; que no se enseñaba ni la historia ni la geo- 
erafía de Chile como lo requería la lay genera” y que de 
otro lado se inculcaba a los alumnos sentimientos de hos- 
tilidad hacia Chile y que se llevaba a cabo una campaña 
de propaganda; en vista de lo cual la acción fué toma- 
da en cumplimiento de la ley. Se replicó an nombre del 
Perú que los colegios mantenidos por individuos privados 
o las pensiones pagadas por los alumnos estaban sujetas 
a la inspección establecida por la 2 ley respecto a la mor- 
talidad y orden del establecen pero no a la inspec- 
ción de la enseñanza que se les diese o a los métodos que 
sc pudiesen emplear. El ministro chileno replicó afirman- 
do su posición y diciendo: “Si en aquellos colevios se ha 
hocho propaganda contra Chile, si se ha inculeado en sus 
alumnos sentimientos de odio hacia este país, si de este 
modo se ha negado la autoridad y derechos que Chile e- 
jercita”, estas consideraciones eran suficientes para jus- 
tificar la medida como una causa de orden público. El mi- 
n'stro peruano insistió que no había maestro de misión ho- 
norable y amplia que no trate de inculcar a sussalumnos 
sentimientos de amor a su patria, que éste cra uno de los 
más elementales y sagrados deberes y que si en su cum- 
plimiento los profesores habían sido culpable :s de exage- 
raciones debían ser castigados de acuerdo con la ley 
pero no en ninguna otra forma. 
El asunto terminó con este desacuerdo. No hay ade- 
cuada contraprueba de las bases sobre las cuales Chile 


actuó y aparece que éste interpretó mal sus leyes, lo cual 


no se puede considerar como exceso de su autoridad. 
Debe agregarse que la documentación indica que Chile 
no ha dejado de suministrar apropiadas facilidades edu- 
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as grandes condiciones diplomáticas estuvo en- 
gen sa principio la cuestión de Tacna y Arica, 
gobierno de Washington. Renunciando poco des- 


tl trascendental como patriótica misión. 
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cacionales al pueblo del territorio. Hay alguñas quejas 
en la documentación en el sentido de que las autoridades 
en ¿os colegios-chilenos han decidido contra los peruanos 
o tratado de forzar a los peruanos a etcoir la nacionali- 
dad chilena; pero estas quejas no son suficientemente 
númerosas o bien fundadas para aceptarse como estable- 
ciendo a'guna política deliberada. 


LA EXPULSION DE FRAILES PERUANOS 


Tanto Chile como el Perú son países católicos y ro- 
manos y no hay cuestión sobre un intento de introducir 
una fe extraña. La cuestión es esencialmente una de pa- 
—tronaje eclesiástico. Como dijo el ministro peruano en 
nota del 14 de noviembre de 1900, “en el Perú como en 
Chile, la iglesia católica vive y prospera bajo la protec- 
ción de un antiguo sistema de patronaje. De acuerdo 
con éste el gobierno civil en las divisiones territoriales 
que están permanentemente bajo su control interviene en 
la creación y subdivisión de diócesis o parroquias, en la 
creación de vicarías apostólicas o de otro orden, en pro- 
veer beneficios eclesiásticos y en toda otra misión estre- 
chamente relacionada con !os atributos temporales de los 
Estados. El patronaje, además, aparte de la fuente de 
donde deriva, es una prerrogativa íntimamente asociada 
con el ejercicio de la soberanía nacional. Su acción sobre 
ciertas iglesias continúa hasta que cesa la soberanía so- 
bre los territorios en que están situadas y no es trasferi- 
b.e salvo cuando la soberanía misma es definitiva y per- 
manentemente trasferida. Con respecto a Tacna y Arica, 
ni ej Perú ha cedido control y soberanía finales sobre 
eilas, n. Chile ha adquirido alguna de estas facultades; 
el momento no ha llegado por tanto para considerar los 
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htributos del Perá como patrón con réspecto a estas i- 
blesias.” E 

El ministro de relaciones exteriores. en su respuesta 
de enero 19 de 1901, discutió este asunto diciendo: “Su 
excelencia reconoce que en el Perú como en Chile la Igle- 
sia Católica vive y se desarrol!a bajo los auspicios del ré- 
eimen secular del patronaje. Sentado este principio, só- 
lo queda por esclarecer a cuál de los dos gobiernos per- 
tenece el ejercicio del patronaje bara la provisión de las 
funciones eclesiásticas y beneficios en el territorio que 
Chile ocupa conforme a las estipulaciones del tratado de 
Ancón. Si el tratado de Ancón colocó los territorios de 
Tacna y Arica bajo el dominio de la constitución y leyes 
chilenas, parece incuestionable que el presidente de la 
república debe usar ahí la facultad especial que es otor-. 
gada a -1 por la constitución del Estado en el artículo 
LXXX1H, sección 13, que dice: ejercitan las facultades 
de patronaje respecto a iglesias y beneficios eclesiásticos 
y personas de conformidad con la ley” 

En su respuesta, el ministro del Perú insistió en que 
los derechos afirmados se relacionaban a la soberanía 
permanente y definitiva e incumbían al Perú. De acuer- 
do con la actitud de Chile fundaba sobre la disposición 
de que el territorio debería ser sometido a sus “leyes y 
autoridad”, el gobierno chileno exigió que los sacerdotes 
peruanos recabaran permisos de las autoridades chile- 
nas. Los sacerdotes se negaron a pedir esos permisos, y el 
gobierno chileno cerró las iglesias. Se dice que los sacer- 
dotes peruanos entonces “abrieron oratorios a los cuales 
llamaron privados pero que fueron, de hecho, públicos” A 
y el gobierno chileno puso término a la controversia al 
expulsar a los sacerdotes, de conformidad con una orden 
fechada el 17 de febrero de 1910. Resulta que, más tarde 
en ese mismo año, la Santa Sede, sin aparentemente to- 
mar partido en la creciente controversia, creó una vica- 


A 


ría militar de la cual encargó a un capellán thileno, a 
quien más tarde, la Santa Sede elevó a la dignidad epis- 
copal. No es de la incumbencia del árbitro el ocuparse de 
algún asunto de política eclesiástica, pero, puesto que 
la cuestión fundamental parece ser una de patronato e- 
clesiástico, como se ha dicho más arriba, no hay razón 
suficiente para llegar a la conclusión que este patronato 
no perteneció a la autoridad territorial. La corrección o 
regularidad de esta acción no está sometida al árbitro. 


PERIODICOS PERUANOS 
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El alegato peruano acusa a Chile de haber suspen- 
dido y suprimido periódicos peruanos, pero no prueba 
esta acusación en forma satisfactoria. En su correspon- 
dencia con el ministerio de relaciones exteriores de Chi- 
le, en 1900 y 1901, el ministro peruano expresó su apren- 
sión de que el gobierno chileno cedería a los deseos de 
funcionarios subordinados, que querían ahogar la voz 
de la prensa, pero no formuló acusaciones de que dicho 
gobierno había efectivamente intervenido en la prensa, y 
el gobierno chileno negó haberlo hecho. 

En cuanto se refiere a los cambios diplomáticos, 
parece que el asunto ha quedado de este punto hasta 
1918, (?) cuando el cierre de periódicos peruanos como 
uno de los aspectos de la llamada campaña de chileniza- 
ción, figuró en una circular del ministro peruano de rela- 
ciones exteriores, del mes de diciembre de dicho año. No 
se alegó prueba para apoyar esta referencia pasajera. 

En forma parecida, el ministro chileno de relaciones 
exteriores, en su respuesta fechada el 6 de diciembre de 
1918, se contentó con afirmar, entre paréntesis, la “li- 
bertad de la prensa”. En el ¡memorandum del ministro 
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de relaciones exteriores peruano, del 14 de febrero de 
1919, figuran extractos de un memorial que, según se di- 
ce, “ciertos ciudadanos peruanos acababan de presentar 
al presidente de la república y cuya exactitud absoluta 
consta de una investigación pract'cada por el gobierno” 
En el curso de este memorial, se declaró: “Esta persecu- 
ción culminó con el asalto y destrucción de' edificio del 
Club de la Unión en 1911 y con la de los talleres de “La 
Voz del 240: “El Tacora” y “El Morro de Arica” en ese 
mismo año” 

Mientras que no hay en la documentación, prueba 
suficiente de que Chile hubiera suprimido o censurado a 
:2 prensa peruana de Tacna y Arica aplicando la ley o 
por medio de acción del gobierno chileno, existe eviden- 
cia satisfactoria para demostrar que los periódicos pe- 
ruanos fueron destruídos por violene'as populares en 
1911. Aunque no es posible en la prueba imputar esta ac- 
ción al gobierno de Chile, parece que los diarios perua- 
nos no volvieron a salir y la situación creada así exige 
estudio a tratar de fijar las condiciones de: posible ple- 
biscito. 


SE NIEGA A LOS PERUANOS EL DERECHO 
DE REUNIRSE Y DE ¡ZAR LA 
BANDERA PERUANA 


Los principales incidentes aducidos en apoyo de es- 
ta acusación son antíguos y triviales. La acusación cae 
al terreno dubitativo, que no está sostenido por la docu- 
mentación y no se exhibe ninguna disposición que se ha- 

ya dictado que no esté dentro de la discreción raz ¿onable 
del gobierno chileno en las circunstancias reinantes en 


Tacna y Arica. 


— Bo 
BOYCOTT DEL TRABAJO PERUANO 


Este es un cargo que fácilmente se convierte en di- 
fícil de probar e igualmente difíc: de desaprobar afir- 
mativamente. Esta acusación la hace el Perú repetida- 
mente en sus documentos oficiales y en declaración de 
ciudadanos particulares. Es desmentido por Chile, a ex- 
cepción de lo relacionado con la preferencia dada en las 
obras públicas tales como el ferrocarril de Arica a Ba 
Paz. En esas circunstancias ha sido necesario examinar 
detalladamente los casos individuales en que el Perú ha 
tratado de establecer el boycott de sus trabajadores. En- 
tre 27 casos específicos de expu'sión, persecución, etc., 
que aparecen en el alegato peruano y replicados en el 
contra alegato y que por consiguiente proporcionan la 
mejor hase para probar las afirmaciones de las partes 
hay dos casos en los cuales el Perú ha tratado de probar 
el boycott de trabajadores, los de Roberto Nalvarte y Al- 
berto Forero Márquez. En ambas ocas'ones el Perú no 
llega a establecer un caso. Entre los 340 casos de expul- 
sión presentados en el alegato peruano hay algunos en 
que se alega que el declarante fué privado de su empleo 
porque cra peruano. Teniendo presente que estas decla- 
raciones son hechas por parte, a la que Chile no ha po- 
dido replicar, hay muy pocas de aquellas que el árbitro 
ODika pueden constituir un caso satisfactorio “prima fa- 
cie” y hay pruebas en todo el alegato que dan motivo a 
alentar serias dudas sobre aleunos de ellos. En otras pa- 
labras hay una falsa expos'ción de casos específicos ed 
boycott de obreros peruanos y éstos descansan en decla- 
clones parciales; esto, también, es un fundamento insus- 
tancial para establecer ta! acusación. Mientras las prue- 
bas dejan en la mente del árbitro la duda de si no ha ha- 
bido más acción contra el obrero preuano que lo que es- 
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tablece la documentación, nada hay que indique que es- 
ta acción haya alcanzado proporciones tales que haga 
posible considerarla como base para pronunciarse con- 
tra el plebiscito. 


ll CONSCRIPCION 


El Perú manifiesta que Chile ap'ica las leyes de 
conscripción a los ciudadanos peruanos de Tacna y Ari- 
ca como medio de arrancarlos de las provincias elimi- 
nando así sus votos en caso de realizarse el plebiscito. A 
este cargo Chile opone triple defensa, a efecto: prime- 
ro: de que la conscripción no es un medio efectivo de chi- 
¡enizar a los reclutas peruanos; segundo: que los hijos 
de padres peruanos nacidos en Tacna y Arica y que re- 
claman la nacionalidad peruana no son en el hecho cons- 
criptos; tercero: que el Perú no ha puesto en evidencia 
los requerimientos de la ley chilena con respecto al servi- 
cio militar de los peruanos. El primer punto de la defen- 
sa elude el cargo. El Perú no acusa diciendo que las le- 
yes de conscripción se han usado para ganar Chile votos 
por medio de la chilenización de conscriptos, sino que se 
ha usado ese recurso para eliminar votos peruanos por- 
que los jóvenes peruanos llamados a entrar al servicio 
preferirán emigrar al Perú. El segundo punto de la de- 
fensa se basa en gran parte en el mérito de la circular del 
ministro chileno de relaciones exteriores, fechada el 1 
de febrero de 1920 en la cua! después de declarar que de 
acuerdo con la constitución de Chile las leyes de cons- 
<ripción se aplican con derecho a todas las personas en 
Yaena y Arica, incluyendo a los peruanos, dicho ministro 
agrega: “Sin embargo, por especial disposición adminis- 
trativa todos los jóvenes nacidos en Tacna y Arica que 


po E LY 4 PPD 


por su parentesco peruano puedan haber señalado su 
preferencia al Perú han sido eliminados del servicio mi- 
litar de esas provincias”. Como este argumento comprue- 
ba la aplicabilidad de las leyes de conscripción chilenas 
y se apoya en la facultad administrativa obligatoria, se 
hace innecesario considerar el tercer argumento. La a- 
plicación obligatoria implica un acto de “facto” y  re- 
quiere examen. Como doscientas declaraciones persona- 
12s ha presentado el Perú de las que resulta que esas per- 
sonas han estado obligadas a salir de Tacna y Arica pa- 
ra evitar ser enroladas en el servicio militar o expelidos 
de Tacna y Arica porque han dejado o se han negado a 
cumplir sus deberes militares de acuerdo con l:s leyes” 
chilenas de conscripción. La gran mayoría de estas de- 
claraciones aparecen en la réplica peruana y Chile no ha 
tenido oportunidad de combatirlas. Aceptando el hecho, 
sin embargo, y tomando en cuenta otras pruebas, el árbi- 
tro no puede concluir que la política de aplicación admi- 
nistrativa proclamada por el gobierno chileno con res- 
pecto a los conscriptos de Tacna y Arica nacidos de pa- 
dres peruanos y que ellos mismos reclaman esa naciona- 
lidad maya sido consistentemente seguida por los funcio- 
narios administrativos respectivos. Mientras las declara- 
ciones indican que la aplicación de la ley ha sido inter- 
mitente en cuanto a la oportunidad y esporádica en 
cuanto a los lugares y personas y que muchos jóvenes pe- 
ruanos no han sido molestados aún en lugares y en mo- 
mentos en que la ley se estaba aplicando contra otros pe- 
ruanos, también indican que en considerable número de 
casos particulares en el año 1923, las leyes chilenas de 
conscripción han sido aplicadas no tanto para los fines 
del reclutameimto, pues la política de lenidad parece ha- 
ber sido razonablemente bien llevadas, sino con el pro- 
pósito de arrancar a los jóveens peruanos de las provin- 
cias. Hasta dónde puede haber sucedido tal cosa, el ár- 
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bitro cree que ha sido abuso de las autoridades chilenas. 
Sin embargo, mientras la documentación deja esto en 
cierta incertidumbre acerca del alcance del abuso es cla- 
ro que no hay suficientes pruebas con respecto al tiem- 
po o a las personas o al sitio para establecer que haya 
existido situación tan seria como para descargar al tra- 
tado de las obligaciones plebiscitarias. Las intermitentes 
y esporádicas infracciones que han ocurrido fueron, sin 
embargo, importantes si se consideran las condiciones 
tlel plebiscito. 


EXPULSION DE CIUDADANOS PERUANOS 


lil alegato peruano y la réplica y la correspondencia 
presentados al árbitro acusan repetidamente que Chile 
ha expatriado y ha estado expatriando a la población de 
Tacna y Arica tanto en masa como individualmente. En 
la réplica chilena y de los documentos diplomáticos chi- 
lenos se sale al encuentro de este cargo, negando la au- 
venticidad del hecho a excepción de cincuentidos perso- 
nas, cuya expulsión se reconoce y justifica con motivo de 
“repetidas violaciones de la ley e intento de conspirac:ón 
contra el Estado”. El Perú ha sometido en apoyo de sus 
contenciones varios cientos de casos individuales en que 
sustiene que se ha realizado la expulsión, como antes se 
ha señalado en veintisiete ocasiones específicas en que 
directa o indirectamente la expulsión se ha realizado se- 
cíán el alegato peruano controvertido en la réplica chile- 
na. Se presenta trescientos cuarenta casos adicionales a- 
poyados en otras tantas declaraciones según la réplica 
peruana y hay algunos otros casos diseminados en los do- 
cumoentos. Cada uno de esos casos puede abarcar uno o 
más individuos y la mayor parte de la prueba presenta- 
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da por ambas partes está en forma de declaraciones de 
personas residentes en Tacna y Arica o antes residentes 
allí y actualmente residiendo en el Perú y por eso sujetas 
en menor o mayor grado a observación con motivo de su 
relación con los hechos y el ambiente en el cual dan sus 
declaraciones. En el caso de las declaraciones presenta- 
das en la réplica peruana, Chile no ha tenido oportuni- 
dad de presentar contrapruebas y por supuesto tampoco 
la ha habido para confrontación.o craeo de testigos. En 
estas circunstancias se produce naturales dificultades en 
cuanto a la verdad de la materia contenida que se com. 
plica así mucho más Sin embargo, en vista edl número 
de casos presentados y el número en que Chile ha tenido 
oportnidad de producir prueba contraria, el árbitro cree 


- que la conclusión general pueed formarse por estos casos 


en conerión con otrso pruebas del expediente. Se ha he- 


cho un examen de cada caso individual de expulsión pre- 
sentado. Ai | 
Estos casos, individualmente expresarán esta . opi- 
nión más allá de sus propios límites, y cualquiera: otra 
discusión fuera de las conclusiones del árbitro, no serían 
satisfactorias. El árbitro es de opinión, como es usual en 
casos de esta naturaleza, que la verdad se encuentra en- 


tre las opiniones extremas de ambas partes. 
El árbitro acepta lo expuesto por Chile, de que sólo 
se ha expulsado a 52 personas, en forma tal que estos 


» . . y . 
casos han sido necesario registrarlos en sus archivos del 


ministerio de relaciones exteriores; pero el árbitro no 
puede dejar de reconocer, que no es es necesario que las 
autoridades locales chilenas se vean obligadas a regis- 
trar los casos de expulsión para poder realizarlos, y que 
algunas expulsiones han podido realizarse en forma 
privada, por medio de amenazas o intimidaciones, 
sin que éstas hayan sido llevadas al conocimiento de] go- 
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bierno chileno, ni a sus registros del ministerio de rela» 
ciones exteriores. 

Y es evidente por lo indicado en las penebas presen= 
tadas, que la mayoría de los llamados casos de expulsión 
fueron ejecutados por medio de amenazas o por la apli- 
cación de la ley de conscripción, y que por lo tanto en la 
mayoría de estos casos, no ha habido expulsión en el sen- 
tido técnico de la palabra. | | 

Los declarantes abandonaron “voluntariamente el 
territorio”, para evitar la aplicación de las leyes. 

El árbitro tiene la evidencia que las expulsiones in- 
formales han sobrepasado a las expulsiones formales, 
que son admitidas y justificadas por Chile. 

Cuántos de estos casos de expulsión oficiales o no o- 
ficiales, fueron basados en causas justas, es imposible de 
manifestar. en vista de la documentación presentada; 
pero también es justo declarar que a más de los casos de 
expulsión por el no cumplimiento de la ley de conscrip- 
ción, hubieron otros casos donde es a: establecer 
la justicia de ellos. 

A pesar de todo lo dicho, ello está muy lejos de jus- 
tificar el cuadro de expulsiones en masa y. despoblación 
descrita en los documentos peruanos. El árbitro llega a 
“la conclusión de que los cargos formulados por el Perú, 
acerca de las expulsiones en masa y despoblación no es. 
tán soportados por una buena documentación; que Chile 
ha desestimado cierto número de expulsiones y que el 
Perú les ha dado mayor importancia. Tomando toda la. 
prueba en consideración y la naturaleza del último pun- 
to presenatdo para la determinación del árbitro y los 
principios que deben aplicarse para conseguir según ya 
se ha dicho el árbitro no es capaz de encontrar en las 
expulsiones que se han realizado, tan seria y deliberada 
violación de los derechos que el tratado da al Perú, co- 


mo para justificarlos al repudiar las obligaciones plebis- Ñ y 
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_Citarias del artículo tercero. Las expulsiones que han te- 
nido lugar o que se han realizado toman, sin embargo, 
relieve en conexión con otro punto sometido al árbitro. 


PERSECUSION GENERAL DE LOS PERUANOS POR 
MEDIO DE LA VIOLENCIA DE LA PLEBE 
Y DE OTRAS MANERAS 


Poco precisa decir con respecto a la cuestión de la 
violencia popular, que ocupa considerable espacio en el 
expediente. Por desgracia no es desconocida en ningún 
país y ocurrió en Chile, en Iquique, tanto en 1911 como 
en 1918, sufriendo sus consecuencias los peruanos. Iqui- 
que está como a 75 millas al sur de la frontera septen 
_ trional de Tacna y Arica, y lo que ocurrió en Iquique no 
tiene relación directa con las asuntos con que este arbi- 
traje se relaciona. | 

_ Desgraciadamente, poco después, tanto en 1911 co- 
mo en 1918 y 19, se presentaron nuevas violencias en 
Tacna y Arica y otra vez fueron víctimas de ellos los pe- 
ruanos. La responsabilidad de la violencia popular en 
Tacna y Arica en 1911 y en 1918 y 19 por parte del go- 
- bierno chileno, no se han establecido en los documentos; 
son una miscelánea de cargos por la persecución oficial 
de los ciudadanos peruanos en Tacna y Arica. Estas acu- 
saciones que en sí son serias y algunas de ellas muy se 
- rias, no están sustentadas por acreditada y especílca e- 
videncia. Se apoyan en declaraciones generales, y el ár- 
bitro se ve obligado a declarar que esas acusaciones de 
persecución general no están debidamente sostenidas. 
Hay también numerosos cargos de pequeña persecución, 
algunos de los cuales si se toman individualmente pueden 
sostenerse; pero todo lo que se ha puesto en conjunto 
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no es lo suficientemente serio para afectar la decisión de 
la cuestión principal bajo consideración. En conclusión, 
el árbitro está lejos de aprobar el curso de la adminis- 
tración chilena y condena los actos cometidos contra los 
peruanos de que se ha hecho referencia, pero no encuen- 
tra razones para concluir con que un plebiscito legal en 
las presentes circunstancias no pueda realizarse bajo 
condiciones adecuadas, o que no se pueda llevar a cabo 
un plebiscito. 

- El arreglo que hicieron las partes de que la suerte 
definitiva del territorio de Tacna y Arica fuese determi- 


nada por una votación popular, está de acuerdo con los 


postulados democráticos. El citado arreglo proporcionó, 
cuando fué pactado, una feliz alternativa a la continua- 
ción de una contienda, y facilita hoy un medio de evitar 
el recurrir a un no implorable y desastroso conflicto de 
sentimientos opuestos y de intereses, que llegue al alma 
de las respectivas naciones. Al convenir en la determina- 
ción de la amarga controversia por medio del voto popu- 
lar, las partes han recurrido a una solución que las pre- 
sentes circunstancias no sólo no hace impracticable, si- 
no hasta más imperativa como un signo de A dis- 
posición. 

Las partes en el tratado de Ancón no proveyeron un 
modo alternativo de arreglo ni adoptaron provisión para 
la limitación del tiempo o para la caducidad. Esto mani- 
fiesta que si los abusos de la administración tuviesen e- 
fecto para terminar este arreglo, sería necesario estable- 
cer condiciones tan serias como consecuencia de los e- 


rrores administrativos que hubiesen operado para frus- 


trar el propósito del arreglo, y en opinión del árbitro no 
se ha producido una situación de tal gravedad. 

El árbitro piensa que las provisiones de los párrafos 
segundo y tercero del artículo 30. del tratado de Ancón, 


están todavía en vigor, que el plebiscito debe realizarse - 
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y que los intereses de las dos partes pueden ser apropia- 
damente salvaguardados mediante el establecimiento de 
condiciones adecuadas para ello. 


¡AS CONDICIONES DEL PLEBISCITO 


El acta suplementaria del protócólo de arbitraje 


provee que “en caso de que se realice el plebiscito, debe 


declararse que el árbitro tiene poder para determinar 
las condiciones para su realización”. No habiendo las 


Partes logrado formular el protocolo especial, contem- 


plado en el artículo 30. del tratado de Ancón, preseri- 
biendo la manera cómo deberá de efectuarse el plebis- 
cito, han sometido esta cuestión al árbitro, y el presente 
fallo debe considerarse como una sustitución del proto- 


colo especial. El tratado de Ancón no contiene provisión 


sobre las condiciones del plebiscito, declarando, mera- 
mente, que será por una decisión por medio del voto po- 
pular. Como el tiempo para la realización del plebiscito 
nose fijó, salvo que no sería hasta la expiración del pla- 
zo de diez años, la parte que los contrincantes han ape- 
lado era manifiestamente la que existía en el tiempo del 
plebiscito y aparte de la futilidad de tal intento, no hay 
seguridad para procurar por medio de leyes artificiales. 


Cl restablecimiento de la situación existente en- el pasado, 


aunque se podrán dictar condiciones razonables que ten- 
drán en consideración la posición de los peruanos de 
las provincias que hayan sido arbitrariamente expulsa- 
dos. A 
Las condiciones del plebiscito serán tales, que será 
llano y práctico y un trabajo de Justicia sustancial entre. 
las partes en las presentes circunstancias; también «han 
sido preparadas en vista de las proposiciones hechas y 
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de las opiniones vertidas por las partes, respectivamente, 
en el curso de sus negociaciones, y el árbitro no ha deja- 


do de tomar en cuenta cualquier precedente histórico 


que pudiera considerarse de valor. 


CALIDAD DE LOS VOTANTES 


En el principio de las negociaciones Jiménez-Solar, 
se sostuvo por el Perú que el derecho de sufragio sólo 


residía en los regnícolas, mientras el diplomático chileno 
urgía que “todos los habitantes del territorio tenían de-- 
recho a declarar su voluntad de pertenecer al Perú o a 


Chile”. Sin embargo, en este punto cedió el ministro del 


Perú, y en el proyecto de protocolo de 23 de febrero de 
1894,discutido entre los negociadores Jiménez y Solar, 
se convino en que tuviesen derecho a voto los chilenos y 
peruanos. | 

Ese proyecto de protocolo estableció una distinción 


respecto a la residencia entre peruanos y chilenos. per- 


mitiendo que “los peruanos que residan al presente en las 


provincias de Tacna y Arica” tuviesen voto, pero sólo 


concediéndolo a “los chilenos que pudieran probar una 
residencia de dos años y que vivan allí al presente”. 


También en las negociaciones que condujeron al 


protocolo Billinghurst-Latorre, de fecha 16 de abril de 
1398, el representante de Chile mantuvo que “todos los 
habitantes del territorio” deberían votar. El diplomá.- 


tico perúano sostuvo que deberían tener voto los perua- | 


nos nacidos en el territorio o que residiesen en él. 


Por los términos del protocolo, éste era uno de los a- 


suntos que debían someterse a arbitraje. 
En las negociaciones Seoane-Puga Borne, en 1908, 


sostenía Chile “que todos los habitantes calificados del 
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territorio debían de ser llamados a ejercer el derechó 
de sufragio”; pero fué contestado por el Perú que “el 
derecho de soberanía pertenecía sólo a los regnícolas”, o 
como lo expresa una traducción peruana lo especifica “el 
derecho de voto pertenece a los nacionales únicamente”. 
En las negociaciones Edwards-Porras, en 1901 y 
1910, se propuso por parte de Chile, que “todos los habi- 
tantes, chilenos. peruanos y extranjeros” debían votar; 
a lo que se respondió a nombre del Perú. “que todos los 
peruanos y chilenos tendrían derecho a voto, reuniendo 
las siguientes condiciones: A, edad de 21 años; B, resi- 
dencia en el territorio cuando menos desde el lo. de julio 
de 1907 también podían tomar parte en la votación los 
que hubiesen nacido en el territorio de Tacna y Arica y 
estuviesen presentes en el momento de la votación, si se 
hubiesen previamente inscrito con este fin. Los emplea- 
dos públicos. los miembros del ejército y de policía que: 
estuviesen en sercivio de las provincias mencionádas. no 
tendrían voto. 
En las negociacione Valera- Hunneus, de noviembre 
10 de 1912, se consignó lo siguiente: “Las personas naci- 
das en Tacna y Arica, chilenos y peruanos que hayan re- 
sidido por tres años en el territorio tendrán derecho a vo- 
to. JS Ja 
El alegato chileno, refiriéndose a las provisiones del 
cambio de vistas Valera-Hunneus, acordando voto a las 
personas nacidas en Tacna y Arica sin el requisito de re- 
sidencia, expresa que el plebiscito Valera-Hunneus sólo 
debía realizarse en 1933; pero expresa la opinión de que 
“el derecho de voto por razón del nacimiento en el terri-' 
torio, es un asunto sin importancia”. Aparece así que en 
- tres ocasiones en el curso de las negociaciones. los repre- 
sentantes del Perú han concedido el derecho de voto a 
- los chilenos que residan en el territorio, y que la  insis- 
encia del derecho de voto de las personas nacidas enela 
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territorio, sin tener en cuenta la actual residencia, no ha 


encontrado gran oposición. Esta última provisión dará o- 
portunidad para que los peruanos naturales del territo-. 
rio que hayan sido expulsados del territorio sin intentar 


la difícil tarea de determinar todas las cuestiones de he- 
cho sobre casos particulares. La única cuestión pendien- 
te en cuanto a la nacionalidad, es si el derecho de voto 


debe extenderse a los residentes de Tacna y Arica que no 


sean chilenos ni peruanos. Debe recordarse de que toda 
la generación ha llegado a la mayor edad en el territorio 
desde la fecha del tratado, entre ellos un número de ex- 
tranjeros que no son chilenos ni peruanos y que no saben 
si la tierra en que viven será peruana o chilena, y que pu- 
dieran muy bien haber permanecido restringidos por es- 
ta incertidumbre de adquirir la nacionalidad chilena o 
peruana, aunque el Perú permite la naturalización des- 


pués de dos años de residencia y Chile después de uno so- 
lamente. En esta circunstancia.ya no sería leal que mien-' 
tras el número de los votantes no sería grande, permitir: 


a los extranjeros, personas ni chilenas ni peruanas, que 


tienen de “bona fide” actual residencia en el terrtiorio, 


por tiempo suficiente, naturalizarse chilenos o peruanos y 


que quieran hacer declaraciones de sus intenciones y bus-- 


car la nacionalización en cualquiera de los países que re- 
sultara favorecido en el plebiscito y votar por él. 
Aparte de las personas nacidas en el territorio, que- 


da por tomar en cuenta qué período de desidencia “bona 


fide" en Tacna y Arica se requiere para calificar a una 
persona como votante en el plebiscito, cualquiera que ha- 
ya sido el lugar de su nacimiento. El árbitro es de opi- 
nión que la fecha en la cual las calificaciones de todos 


los votantes en el plebiscito, debe extenderse cuando: 


menos a que el votante no adquiera derechos por el lap- 


so de tiempo posterior y que debe ser la de la firma del 
protocolo y del acta suplementaria, esto es, el 20 de ju- 


-_ Doctor Don Hernan Velarde - 


2 Embajador del Perú enlos Estados Unidos que tan 
ta figuración ha tenido en este delicade proceso, 
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lio de 1922; así como también cualquiera persona de na- 
cionalidad chilena o peruana, que haya residido contí- 
nuamente en Tacna y Arica por dos años antes del 20 
de julio de 1922 y que haya seguido manteniendo su re- 
-sidencia hasta la fecha del registro, tendrá derecho a 
votar. Además que cualquiera persona de cualquier na- 
cionalidad que haya residido contínuamente en Tacna y 
Arica por dos años antes del 20 de julio de 1922 y que: 
haya seguido manteniendo su residencia hasta la fecha 
de la inscripción y que haga solemne declaración en for- 
ma de su propósito de seguir residiendo «en la provincia 
y de proceder a su naturalización bajo las leyes del país 
que triunfe en el plebiscito, tendrá derecho a votar. Y 
también, que por razones obvias, sería conveniente, ade- 
más de los anteriores requisitos respecto a residencia en 
el territorio exigir una corta, pero razonable residencia 
inmediatamente después del registro de la subdelega- 
ción en que los votantes se hayan inscrito. 

El sufragio femenino no existe ni en el Perú ni en 
Chile; ninguna de las partes lo ha pedido, ni en ningu- 
na de las negociaciones entre éstas se ha tratado del a- 
sunto. 

El saber leer y escribir es condición ¡indispensable 

para ejercer el derecho de sufragio en ambos países; pe- 

ro en vista de las circunstancias y de que se tiene enten- 
dido ser el carácter de considerable parte de la pobla- 
ción de! territorio, se cree justo que la condición de al- 
fabeto no debe exigirse en aquellos que poseen bienes 
raíces situados en el territorio. 

En ambos países hay ciertas descalificaciones por 
razones de servicio militar y en el Perú los empleados 
civiles del Estado, están también excluídos del derecho : 
de sufragio. Se cree que las personas nacidas en Tacna 
y Arica deben ser excluídas de votar en este plebiscito 
por razones de servicio militar o civil. 
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En cuanto a lo demás, en vista de la política de lag 


leyes del Perú y Chile, parece que sería conveniente que 


aquellos que se encuentren bajo el servicio militar, no 


deben votar, y aunque en Chile no se excluye del dere- 


cho de sufragio a los empleados en puestos civiles, el ár- 


bitro no ve razón en este caso para establecer diferen- 


cla entre los servicios militar y civil. De tal manera 


que el árbitro piensa que las siguientes personas tendrán : 


derecho a votar en el plebiscito y que se realizará de 
conformidad con este laudo. | | 


a).—Los varones de 21 años que sepan leer y es- 
cribir, que sean calificados bajo una de las siguientes 


clasificaciones, numeradas 1. 2 y 3; | | 
No. 1.—Las personas nacidas en Tacna y Arica, 
que es el territorio a que se refiere este fallo. 
b).—Los peruanos y chilenos que en 20 de julio de 


1922 hubieran residido dos años consecutivamente en el 


expresado territorio y que continúen residiendo hasta la 
- fecha de la formación de los registros. 


c).—Residencia de tres meses inmediatamente pre- 
cedentes a la inscripción en la subdelegación en dones 


residan al tiempo de la inscripción. 


d).—Presentar la prueba de su residencia en la for- | 
ma prescrita por la comisión plebiscitaria de que se tra-. 


tará mas abajo. 


Los extranjeros, esto es los residentes que no 


sean ni chilenos ni peruanos que reunan requisitos para 


su naturalización en Chile o en el Perú, que posean las 
condiciones especificadas en las subdivisiones A. B. y C.. 


y bajo el párrafo 12 y que además presenten la prueba 


en la forma prescrita por la comisión plebiscitaria, de su. y 
intención de adoptar en seguida la aer en el 


estado que gane el plebiscito. 


1—Se prevé, sin: embargo, que a ninguna persona 
se le negará el derecho a votar en el plebiscito única- 
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mente por no saber leer y escribir, siempre que en 20 de 
julio de 1922 y continuadamente desde aquella fecha 
hasta la fecha en que solicite su inscripción haya sido 
propietario en el citado territorio. 

2—Se prevé, además, que ninguna persona adqui- 
rirá el derecho de voto por la calidad de residencia en el 
mencionado territorio bajo las provisiones del párrafo A, 
2 Y 3, si durante alguna parte del requerido período de 
residencia. haya sido miembro en alguna forma de los 
cuerpos del ejército, la marina, carabineros, policía 
del gobierno. servicio secreto de policía o gendarmería 
de Chile-o del Perú; o haya recibido sueldo como tales. o 
haya sido funcionario del gobierno o empleado civil en el 
servicio político. judicial o fiscal de uno de esos países. o 


haya recibido compensación como tal. 


3—Prevé. además, que los militares de eualquier 
grado y los empleados civiles de cualquier jerarquía de 
ambos gobiernos, que hubieran nacido en el citado te- 
rritorio, tendrán oportunidad para volver a sus lugares 
de nacimeinto y a inscribirse y votar en el plebiscito. 

Prevée, además, A, que ninguna persona que haya 
sufrido prisión en virtud de sentencia judicial por deli- 
to no político, y que envuelva degradación moral, no ten- 
drá derecho a votar. 

No tendrán derecho a inscripción y votación, los i- 
diotas O insanos. 

Los gobiernos de Chile y el Perú facilitarán la en- 
-trada en Tacna y Arica y el tránsito a través de Chile y 
el Perú respectivamente, para tal propósito, a cualquier 
persona que tenga derecho a votar en el plebiscito, y la 
comisión plebiscitaria será competente para recibir las 
quejas fundadas en alegadas violaciones de la anterior 
previsión y para decidir sobre la validez de esas recla- 
maciones y sobre los derechos de las tales personas a vo- 
tar. 


—SUPERVIGILANCIA DEL PLEBISCITO 


Es obvio que la celebración del plebiscito será de- 
bidamente supervisada por una autoridad competente e 
imparcial y que en las negociaciones de las partes se ha 
prestado considerablemente a la constitución de tal auto- 
ridad. | | 

Como una de las condiciones del plebiscito, el ár- 
bitro decide que se constituirá una comisión plebiscita- 
ria y oficinas de registro y de sufragio, con las siguientes 
organizaciones, poderes y deberes: 


COMISION PLEBISCITARIA 


A.—Constitución: Se constituirá una comisión ple- 
biscitaria consistente de tres miembros, uno de los cua- 
les será nombrado por el gobierno de Chile, otro por el 
gobierno del Perú y un tercer miembro que actuará co- 
mo pres dente de la comisión, será nombrado por el presi- 
dente de los Estados Unidos. En el caso en que una de 
las partes de este proceso arbitral nombrase miembro de 
la comisión plebiscitaria y la otra parte dejase de nom- 
brarlo por el término de 30 días después de la fecha se- 
alada en este laudo, es obligación de: presidente de la 
comisión el nombrar el miembro que deberá llenar la va- 
cante existente. Al hacer este nombramiento, el presi- 
dente de la comisión no tendrá limitación respecto a la 
nacionalidad, excepto que sólo un miembro de la comi- 


sión pleb:scitaria debe ser naciona! del Perú o de Chile. - 


Las vacantes serán cubiertas según la manera del 
nombramiento original. 


B.—Procedimiento: La comisión  plebiscitaria ac- 
tuará por mayoría de votos y establecerá sus propias re- 
glas de funcionamiento de conformidad con las provisio- 
nes del tratado. 

C.—Poderes: Primero, la comisión plebiscitaria ten- 
drá, en general, completo control sobre el plebisiecto y 
tendrá autoridad para resolver todas las cuestiones, co- 
mo registro de los votantes, clasificación y recuento de 
los votos y, si las personas que alegan derecho para 
ser inscritas y votar, gozan de las condiciones respecti- 
vas, sujetas únicamente a las provisiones de esta opinión 
y al laudo. 

Segundo, la comisión plebiscitaria, sin limitarse ge- 
neralmente a lo anterior, tendrá poder y facultad para 
promulgar leyes y reglamentos para el plebiscito, que 
dictará en la forma siguiente: primero, para el funciona- . 
miento de las oficinas de registro y de sufragio; segundo, 
para la publicación del aviso respecto al tiempo y luga- 
res de las inscripciones y para la fecha y lugares de la vo- 
tación; tercero, para la inscripción de los votantes; cuar- 
to, para abrir al público listas de escrutinio de los votan- 
tes inscritos antes de la fecha fijada para la votación, 
así como para facilitar la oportunidad de investigar los 
casos contenciosos y la depuración de las listas de vo- 
tantes; y quinto, para el secreto de la votación; sexto, 
para la impresión del voto plebiscitario que se hará en 
forma simple con dos columnas encabezadas por las i- 
mágenes de las banderas nacionales de Chile y del Perú, 
respectivamente, y las palabras “Por Chile”, en una co- 
¡umna, y “Por el Perú” en otra, y un cuadrado en cada 
columna que se marcará por el votante de acuerdo con 
su preferencia; sétimo, para la recepción y recuento de 
las balotas; octavo, para la tubulación y escrutinio de 
la votación; noveno, para las apelaciones de las juntas 
de registro y elección ante la comisión p'ebiscitaria; dé- 


cimo, para los procedimientos sea por vía de apelación 
de las juntas de registro y electoral o por medio de las 
reclamaciones de los procedimientos ante la comisión 
plebiscitaria para excluir a alguno o todos los votos e- 
mitidos o simuladamente en cualquier lugar de la vota- 
ción con motivo de intimidación, cohecho o fraude. 
-_D).—Apelación del árbitro: El árbitro se reservará. 
la capacidad y el derecho por propia iniciativa de ape-. 
lar de la comisión plebiscitaria en cualquier asunto pre- 
sidido por ella. El árbitro, además, se reservará el de- 
recho y la capacidad de apelar de los certificados de la 
comisión que afecten los asuntos decididos por ella que 
se refieran a la interpretación del laudo, la jurisdicción 
de la comisión o algún punto de general importancia en 4 
la votación que dé el resultado del plebiscito y que al- 
guno de los miembros de la comisión hubiera presentado 
separándose de la opinión de los demás y pedido que ese : 
asunto se eleve al árbitro. En caso de apelación, el árbi- 
tro se reserva el derecho de capacidad para determinar 
el momento y la forma en que la apelación le fuera so-. 
metida. ) 


EL LAUDO 


(PARTE EJECUTIVA ) 


PROCEDIMIENTOS PARA EL PLEBISCITO 


] Cuando las comisiones de registro y de escrutinio 

hayan sometido los resultados del escrutinio a la comi- 
| -sión plebiscitaria, la comisión plebiscitaria informará por 
telégrafo al árbtro y a los ministros de relaciones exte- 
riores de las dos partes, de los:resultados del plebiscito. 
Dentro de los cinco días después de emitido este infor- 
me, cualquiera de las partes podrá objetar los procedi- 
mientos ante la comisión plebiscitaria, fundándose en 
. que el resultado del voto plebiscitario, según se hubiera 
anunciado, adolece de los defectos de intimidación, co- 
hecho o fraude, al punto de que el resultado que se al- 
cante no representa tal objeción a los procedimientos, 
la comisión las oirá sumariamente de acuerdo con las re- 
glas de los procedimientos para resolver sobre el particu- 
lar y comunicar lo que descubra dentro del más corto 
plazo al árbitro y a las partes. Si no se presentara re- 
clamación sobre los procedimientos dentro de los cinco 
días, la comisión plebiscitaria lo comunicará así al árbi- 
tro y a los respectivos ministros de relaciones exteriores, 
por telégrafo, — Juntas de registro y electoral.— A.— 
Constitución y número.—Cuando menos cuatro juntas 
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de registro y elección, y tantas más como la comisión ple- 
biscitaria lo encuentre necesario, se nombrará cada jun- 
ta compuesta de tres miembros en la siguiente forma: 
un miembro será nombrado por cada uno de los miem- 
bros de la comisión plebiscitaria que no sea el presiden- 
te de la comisión, y el tercero, que actuará como presi- 
dente, será nombrado por al presidente de la comisión 
plebiscitaria. Las vacantes se llenarán de acuerdo en la 
forma del nombramiento original. B.—Procedimientos.— 


Las juntas de registró y de elección actuarán respectiva- 


mente por mayoría de votos. C.—Domieilio.—Una jun- 
ta de registro y de elección actuará en Arica, una en 
Tacna y la otra en los lugares que se designe por la co- 
misión plebiscitaria a fin de dar la conveniente oportuni- 
dad a las personas calificadas para inscribirse y votar. 


D.—Facultades.—Las juntas de registro y electorales 


procederán de acuerdo con los reglamentos publicados 


por la com:sión plebiscitaria para formar y publicar las 


listas de votantes capacitados para tomar parte en el 
plebiscito y recibirán y contarán el voto. Ninguna perso- 
na que no esté debidamente registrada podrá votar en el 
plebiscito. Los miembros de la comisión plebiscitaria 
nombrarán dentro de cuatro meses después de la rendi- 


ción de esta resolución y la comisión se reunirá en la 


ciudad de Arica por primera vez no después de seis me- 
ses desde la fecha de la resolución. Estos plazos pueden 
cambiarse por medio del Arbitro, La Comisión procede- 
rá a formular inmediatamente las reglas para sus pro- 
pios procedimientos y los que rijan en el plebiscito de a- 
cuerdo con las condiciones señaladas “aquí y fijarán la 
fecha para el plebiscito y las horas y lugares de regis- 
tro y votación. Las fechas, horas y lugar así fijados po- 
drán cambiarse por la Comisión.—Gastos del plebiscito. 
A.—Los gastos del plebiscito se soportarán por los dos 


países, por iguales partes.. B.—Los miembros de la comi=. 


AS Véa o la = > » 


0 Exmo. Sr. Miles Poindexter e 


Embajador de los Estados Unidos en el Perú, que entre- 
180 ellaudo del Presidente Coolidge, al Ministro deRelae 
De? ciones Exteriores Dr. Alberto Salomón, el lunes 9. de Mar- 


Fade: 19252 las 10:de la mañana, en el Palaero dela 
. Cancillería. 
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sión plebiscitaria serán pagados de sus gastos y cada uno 
recibirá en compensación una suma equivalente a mil 
dólares mensuales, durante el período de servicios. C.— 
La Comisión hará y someterá en el menor tiempo posible 
al Arbitro el Presupuesto del costo total del cumplimien- 
to del plebiscito, y un pliego que exponga el monto que 
de tiempo en tiempo sea necesario para el uso de la Co- 
misión. Al aprobarse este presupuesto y pliego por el ár- ' 
bitro, los dos gobiernos depositarán esas sumas por igua- 
les partes en la instrucción designada por la Comisión 
y en las cantidades y oportunidades especificadas en el 
Presupuesto. Si fuera necesario un presupuesto suple- 
mentario, el pliego o pliegos se harán y someterán si- 
guiendo el mismo procedimiento. Cualquier suma no gas- 
tada para los gastos propios y necesarios del plebiscito 
será devuelta por la Comisión a los dos gobiernos por 
partes iguales, al terminar sus labores. D.—Dentro de los 
cuatro meses después de la fecha de la rendición de este 
fallo los dos gobiernos depositarán en la institución fi- 
nanciera designada por el Secretario de Estado en los 
Estados Unidos, la suma de quince mil dólares que se 
destinarán a los gastos iniciales y compensación a los 
miembros de la Comisión plebiscitaria. E.—El Arbitro 
puede ampliar el período fijado para el primer depósito 
y puede también modificar cualquier pliego presentado 
por la comisión, sea antes o después de aprobarlo a fin 
de conformarlo a cualquier modificación en la fecha del 
plebiscito. F.—En caso de que alguna de las partes no 
depositen las sumas requeridas para los gastos del  ple- 
biscito dentro de la fecha o fechas especificadas aquí O 
provistas en cualquier pliego preparado por la comisión 
y aprobado por el Arbitro, la otra parte puede adelantar 
la suma requerida a fin de que la obra de la Comisión 
plebiscitaria no quede interrumpida, y esas sumas asi a- 
delantadas se añadirán o restarán según los casos al pá- 
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garse la suma de diez millones prevista en el Tratado y 
el reembolso de cada adelanto o adelantos quedará ase- 
gurado del mismo modo que el pago de los diez millo- 
nes. G.—La comisión plebisc:taria nombrará un funcio- 
nario pagador bonificado que, con la autoridad de la co- 
misión, pague las sumas depositadas—según se indica 
anteriormente—-las que se necesite para el trabajo de la 


Comisión y para el de las Juntas de Registro y elecciones. A 


PROCLAMACION DEL RESULTADO 
DEL PLEBISCITO 


Al ser indebidamente notificada la Comisión plebis- 
citaria de los resultados del plebiscito, el árbitro en caso 
de no presentarse reclamación sobre los procedimientos 
según se han establecido, proclamará el resultado notifi- 
cando a ambas partes. En caso de presentarse la reclama 
ción acerca de los procedimientos, el Arbitro al recibir el 
respectivo informe de la Comisión plebiscitaria, procla- 
mará el resultado del plebiscito o notificando a ambas 
partes o declarará vacuo el voto plebiscitario, decretan- 
do la realización de nuevo plebiscito para dentro del 
término de tres meses. | 


LEGISLACION PARA FACILITAR 
EL PLEBISCITO 


Chile y el Perú recurrirán a su legislación apropia- 
da vigente dentro de sus respectivas jurisdicciones para 
proteger a los miembros de la comisión plebiscitaria y 
a los de la Junta de registro y votación en el cumplimien- 
to de sus funciones, aprehenderán, juzgarán y castiga- 
rán a las personas acusadas de intimidación, cohecho, 
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fraude, u otros delitos relacionados con e] registro o vo- 
tación en el plebiscito o de intervenir con la. Comisión 
plebiscitaria o con cualquiera de sus miembros o cual- 
quiera de los miembros de la junta de registro y  elec- 
ción, o empleado de ella durante el desempeño de sus 
respectivas funciones o deberes; y para obligar a que 
concurran los testigos ante la Comisión plebiscitaria y 
las juntas solicite la Comisión en debida forma ante la 
corerspondiente autoridad chilena o peruana según los 
casos y para el castigo de los testigos que, citados, se 
nieguen a declarar ante la comisión o ante las juntas de 
registro y electoral o que resulten delincuentes por per- 
jurio. ” 
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Lis RECLAMACIONES DE REEMBOLSOS Y 
p ARREGLOS DE CUENTAS 


Chile sostiene que el árbitro debe imponer como 
condición del plebiscito que en el caso de ser derrotado 
Chile en ese plebiscito sea reembolsado de los gastos he- 
chos en obras públicas en Tacna y Arica durante los pa- 
sados cuarenta años. El Perú por otra parte insiste en 
que cualquiera inversión o inversiones hechos por Chile 
en Tacna y Arica desde 1894 se hicieron por su cuenta 
y riesgo y que el Perfi no es responsab!e de su costo. Ade- 
más el Perú sostiene que no solamente Chile ha recibido 
ya los diez millones de pesos determinados por el trata- 
do, gracias a su prolongada ocupación de Tacna y Arica 
después de la expiración del período origina! de diez 
años, sino que el Perú tiene título para que se le paguen 
veinte millones de pesos más por cuenta de la prolonga- 
da e ilegal ocupación de esos territorios por Chile. Aun- 
que el árbitro considera que las conclusiones aquí estam- 
padas en este sentido en el failo. deciden al efecto estas 
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declaraciones presentadas por las respectivas partes, el 


árbitro para tocar estas reclamaciones como medida sus- 


tantiva. El árbitro estaba capacitado para decidir si de- 
bía o no realizarse el plebiscito y habiéndose decidido 
por la afirmativa, tiene capacidad para fijar las condicio- 
nes de plebiscito; pero sostiene que las condiciones que 
están dentro de su competencia son las que se refieren 
a la realización del plebiscito y a las condiciones a esta- 
blecerse por el protocolo especial contemplado en el tra- 
tado de Ancón. Las reclamaciones presentadas por las 
partes no se refieren a la forma en que deba cumplirse 
el plebiscito. El árbitro descarta, pues reclamaciones de 
ambas partes fundado en que no están dentro de su ju- 
risdicción. 


PAGO DE LOS DIEZ MILLONES 


Refiriéndose al protocolo contemplado en este pro- 


tocolo o sea a la manera en que el plebiscito debe cum- 


plirse y a los plazos y fechas para el pago de los diez 
millones por la nación que resulte propietaria de las pro- 
vincias de Tacna y Arica; como este pago según los tér- 
minos del artículo tercero dependen y ha de ser conse- 
cuencia del plebiscito, cree de su deber el] árbitro  se- 
gún el acuerdo con que se sometió el asunto a su deter 
minación, señalar las fechas de pago. Este es un asunto 
en e] cual no hay. principios legal que lo gobierne. Es a- 
sunto que debe determinarse dentro de ciertos límites 
generales de lealtad a la luz de las obligaciones del tra- 
tado. Chile en su caso ha informado al árbitro de sus. 
actuales deseos, pero sin duda porque según un punto 
de vista no era necesario hacerlo, puesto que el Perú no 
ha discutido el plan para el pago de los diez millones por 


A ta 


Ghile, ni dado conocer su punto de vista sobre la materia. 
Chile sin embargo además de proponer el plan de pago, 
también determinaba en el protocolo Billinehurst-Lato- 
rre de 16 de abril indica su llaneza actual para aceptar 
el arreglo que en una ocasión fué aceptable para el Perú, 
o sea el arreglo por el cual se determinaba en el proto: 
colo Billinghurst-Latorre de 16 de abril de 1898 y éra 
como sigue: | 

Artículo 15.—La indemnización de 10 millones de 
pesos prescrita por el artículo 30. del tratado de 20 de 
octubre de 1883, será pagada por el país que resulte due- 
ño de las provincias de Tacna y Arica en los plazos si- 
guientes: un millón dentro del período de 10 días  des- 
pués de la proclamación del resultado general del ple- 
biscito; otro millón dentro del año siguiente, y dos mi- 
llones a fin de cada año de los subsiguientes cuatro años. 
Las sumas a que se hace referencia serán pagadas en so- 
les. de plata peruana o en moneda chilena de la clase cir- 
culante, al tipo en que el tratado de 20 de octubre de 
1883 quedó firmado. E 

Artículo 16.—El total de los productos de la adua- 
na de Arica se asigna para el pago de la indemnización 
mencionada en el artículo anterior. Como no hay razón 
aparente para adoptar una base distinta, el árbitro opi- 
na que el pago de los 10 mlilones debe hacerse en la si- 
guiente proporción y en las oportunidades que siguen: 
Un millón dentro de 10 días después de proclamar el ár- 
bitro el resultado del plebiscito, un segundo millón den- 
tro del año siguiente y dos millones a! fin de cada uno de 
los años de los cuatro años subsiguientes. Estas sumas se 
pagarán en soles de plata peruana o en moneda de pla- 
ta chilena equivalente a la que circulaba en octubre del 
año 1883. El total de los ingresos de la Aduana de Arica 
Se asigna como una garantía para los anteriores pagos. 
306.—La cuestión de fronteras—Tarata y Chilcaya—el 
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resto de la cuestión se refiere a los límites de los territo- 
rios a que se refiere el artículo 30. del tratado de Ancón. 
Ese artículo describe ese territorio en esta forma: “Te- 
rritorios de las provincias de Tacna y Arica, limitan por 
el norte con el río Sama desde sus fuentes en la cordille- 
ra en la frontera de Bolivia hasta su desembocadura en 
el mar; por el sur, con la quebrada y río de Camarones; 
por el este, con la república de Bolivia; y por el oeste, 
con el Océano Pacífico”; continuarán en posesión de 
Chile y sujetos a las leyes y autoridad chilenas durante 
un període de 10 años, que se comenzará a contar des- 
de la fecha de la ratificación del presente tratado de 
paz”. Frontera del Nnrte.—Tarata — Inmediatamente 
después de firmarse el tratado se produjo la disputa en 
cuanto a la frontera del norte y la controversia ha conti- 
nuado desde entonces. Chile sostiene que el tratado es- 
tableció un río como línea divisorta y que ese río como 
como línea divisoria y que ese río es el Sama desde sus 
fuentes hasta su desembocadura, y que esta línea debe- 
ría definirse y seguirse como la frontera del norte, sin te- 
ner en cuenta ninguna línea de otra provincia peruana. 
Según lo entiende Chile, el territorio en cuestión no a- 
brazaría solamente el de las provincias peruanas de Tac- 
na y Arica, sino también una porción de la provincia 
peruana de Tarata. El Perú insiste en que el artículo 30. 
del tratado solamente se refiere a las provincias perua- 
nas de Tacna y Arica y que no se incluyó ninguna parte 
de la provincia de Tarata. No ha entrado en la disputa 
que al tiempo de firmarse el tratado existía bajo las le- 
yes peruanas y había existido por varios años el depar- 
tamento peruano conocido por departamento de Tacna y 
que este departamento abarcaba tres provincias conoci- 
das como provincias de Tacna y Tarata. Es claro tam- 
bién que la referencia hecha en el tratado a las provin- 
cias de Tacna y Arica, debe tomarse con relación a las 
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bróvincias peruanas de Tatna y Arica. Si nó fuera por 
la mención del río Sama como frontera, nadie sugeriría 
que se había incluído ningún territorio dentro de los lí- 
mites de las dos provincias peruanas nombradas. El ar- 
gumento para la inclusión de otro territorio consiste. en 
la referencia a que las dos provincias deben considerarse 
controladas por la línea descrita de ese río. La dificultad 
en este argumento está en que en el hecho no hay tal 
río que determine la línea descrita en el tratado. No hay 
río Sama qu tenga su fuente en las cordilleras en la fron- 
tera de Bolivia”. E] río Sama, tal como se le conoce y se 
le define, está formado por la confluencia del río Chas. 
payá y del río Tala, uña confluenc'a que tiene lugar al 
oeste de la eiudad de Tarata, capital de la provincia pe- 
ruana de ese nombre. A partir de esa conjunción, el río 
Sama corre hacia su desembocadura en el mar, cortan- 
do a través de la porción norte de la provincia peruana 
de Tacna. Había, pues, territorio de esa provincia al sur 
del río Sama y la provincia peruana de Arica queda al 
sur de la provincia de Tacna. Se discute acerca de si los 
tributarios de la conjunción de los ríos Chaspaya y Tala 
se pueden considerar como afluentes principales o co- 
mo continuación del río Sama; pero ni el Chaspaya ni el 
Tala, ni- ninguno de sus tributarios se conforma a lo des- 
crito en el tratado n: permite al árbitro establecer una lí- 
nea para el río Sama como se describe “desde sus fuen- 
tes en las cordilleras de de frontera de Bolivia hasta su 
desembocadura en el mar”. La defensa chilena dice que 
el geógrafo chileno Alejandro Beltrán en informe que 
presentó al gobierno de Chile en 1903, sugirió como so- 
“ución del problema que surgía por el hecho de que el río 
Sama no arranca en las montañas de la línea divisoria 
con Bolivia, “la adopción de una línea que uniría las 
fuentes del Chaspaya o del Ticalaco, que parece ser un 
tributario del Tala, con la intercepción de los dos antí- 
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guos departamentos peruanos de Tacna y Puno, en la 
frontera de Bolivia, en la incertidumbre Chile, insistien- 
do sobre la línea del río descrita, sugiere que el árbitro 
señale una comisión especial que investigue e informe 
con el ohjeto de establecer una línea divisoria en el área 
interviniente entre la cabeza de uno u otro de los tributa- 
rios dl río Sama y la trontera de Bolivia. Después de fir- 
marse el tratado, Crile estableció la ocupación en la lí- 
nea del río Ticalaco, río que queda como a medio cami- 
no entre el tributario del norte Sama, el Chaspaya y el 
tributario del sur, al aparecer a través del Tala, el Esti- 
que, pero insiste en que siempre ha reclamado el Chas- 
paya como vedadera fuente del Sama. El Perú inmedia- 
tamento protesta de la ocupación, de acuerdo con el tra- 
tado, de cualquiera porción de la provincia de Tarata, y 
ha mantenido siempre este punto de vista. Chile, al sos- 
tener su tesis procede a establecer la provincia chilena 
de Tacna incluyendo la subdelegación de Tarata. En el 
despacho de julio 14 de 1886, dirigido por el cónsul del 
Perú en Iquique al ministro de relaciones exteriores del 
Perú, se consigna que Chile había asumido la jurisdicción 
de tres distritos de la provincia peruana de Tarata esto es 
los distritos de Tarata, Taracache y Estique. Está claro 
que los representantes de las partes que negociaron el 
tratado tenían poco exacto conocimiento geográfico de la 
región del este y fijaron en el tratado 'una descripción 
insegura. Podría decirse también que no se ha propor- 
cionado al árbitro evidencia satisfactoria sobre la línea 
exacta de las antiguas fronteras provinciales del Perú. 
Los datos son lamentablemente deficientes en los mapas 
e informaciones geográficas que tratan de estas cuestio- 
nes. A pesar de esas dificultades el árbitro encuentra 
ciertas bases para apreciar el asunto en los fundamen- 
tos con que se formó el tratado de acuerdo con las inten- 
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ciones de de partes, debiéndose evitar toda interpreta- 
ción artificial. 

Las provincias peruanas de Tacna y Arica eran bien 
conocidas en cuanto a sus divisiones políticas en las res- 
pectivas capitales por sus nombres semejantes o 1lguales 
y la provincia peruana de Tarata también era bien cono- 
cida por su división política, por su capital del mismo 
nombre. Es difícil creer que los representantes de los go- 
biernos que sin embargo de carecer de información geo- 
gráfica exacta pudieran saber esas divisiones políticas y 
las jurisdicciones que de ellas se derivan y  particular- 
mente las más importantes ciudades que abarcaban ha- 
biendo usado las expresiones “de territorio de las provin- 
cias de Tacna y Arica” cuando en su intento de abarcar 
no solamente tal territorio, sino también una porción del 
territorio de distinta división política conocida por Tara- 
ta. El argumento de que su referencia a divisiones políti- 
cas se atienen a las fronteras geográficas descritas da a 
entender que hay una línea geográfica definida y trazada 
lo cual no es el caso o que la descripción de la frontera 
geográfica indica la intención de incluír territorio que que 
da fuera de las provincias de Tacna y Arica, cuando en 
verdad la descripción de la línea geográfica que no exis- 
te, sirve para indicar que no sabían donde quedaba esa 
línea geográfica que estaban tratando de describir. La 
referencia a divisiones políticas conocidas como provin- 
cias de Tacna y Arica, no pueden, en concepto del árbi- 
tro estar sobrepujadas por la descripción de la línea que 
es imposible trazar como se describe. Alguna luz se echa 
sobre el asunto por la historia de las negociaciones que 
condujeron a realizar el tratado de Ancón. En la confe- 
rencia del 28 de octubre de 1880, señaló Chile como una 
de las condiciones de paz “La retención por parte de Chi- 
le de los territorios de Moquegua, Tacna y Arica ocupa- 
cos por fuerzas chilenas”, en el protocolo de 11 de febre- 
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to de 1882, Chile puso por condición “la ocupación de la 
revión de Tacna y Arica por diez años”. La referencia 
que hace Chile en su alegato a la proposición del minis- 
tro de los Estados Unidos en Chile al ministro de relacio- 
nes exteriores chileno durante la presentación de sus 
buenos oficios, de que Chile tenía el derecho de adqui- 
tir el territorio peruano comprendido entre el río Cama- 
rones y el río Sama, suponiendo que se pudiera prestar 
significación a esto como proposición de que la línea del 
río exclusivamente, se encuentra el hecho de que en el 
último protocolo de 10 de mayo de 1883 las partes no de- 
terminaron la línea del río sino indicaron que “los terri= 
torios de Tacna y Arica continuarían en posesión de 
Chile”. Hubieron otras discusiones en cuanto al párrafo 
de.que se trata cuando llegó el momento de firmar el tra- 
tado definitivo y es de lamentarse que no haya dato más 
completo sobre este punto. Hay prueba que indica que 
Chile trató de obtener que se insertara la expresión: “De- 
partamento de Tacna” que abrazaría las provincias de 
Tacna y Arica. La defensa peruana cita de la obra de 
Gonzalo Bulnes, “Guera del Pacífico” volúmen 30. pág. 
578 lo que supone ser telegrama del ministro de relaciones 
exteriores de Chile entonces en Lima al presidente de la 
nación chilena en octubre 18 de 1883, dos días antes de 
firmarse el tratado, y que dice. Al suscribir el tratado 
definitivo léase el telegrama de Aldunate a Santa María, 
Presidente de Chile, fechado el 18 de octubre de 1883 
en que decimos que el departamento de Tacna perma- 
necería por diez años en poder de Chile; y los negociado- 
res del presidente Iglesias del Perú arguyen que lo que 
se había convenido que cubriera solo el área hasta el ple- 
biscito de las provincias de Tacna y Arica hasta el río 
Sama y no la provincia adicional de Tarata (no la otra 
provincia de Tarata- que llega a Locumba y que tam- 
bién forma parte del departamento de Tacna. En presen- 
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cia de esta dificultad no me atrevo a decidir náda por mi 
mismo. Si al concluír el tratado hubiéramos dicho que se- 
rían los territorios de Santiago y Victoria, ¿se habría en- 
tendido que también sería Rancagua?, todo está pre- 
parado para la entrega de Lima y Callao el sábado; y 
la actual dificultad causa grave perturbación”. Chile no 
ha tenido oportunidad de contestar a la réplica perua- 
na pero fluye de la' chilena que se produjeron algunas 
discusiones sobre este punto como se ve por un telegrama 
del 19 de octubre del 83, dirigido por el presidente de 
Chile a los negociadores chilenos, que dice: 

Los telegramas y datos que hemos consultado nos 
convencen de que siempre hemos señalado el río Sama 
como línea divisoria entre el territorio peruano y este te- 
rritorio que se entrega a Chile. Según las condiciones del 
acuerdo, lo tomamos en toda su extensión desde la costa 
hasta el punto en que se divide y continúa a la frontera 
boliviana, debiéndose incluír en el territorio por cederse 
todo lo que queda al sur de esa línea. Cuando dicha lí- 
nea se fijó, también se tuvo en mente todo el camino que 
conduce a Bolivia—hecho que no debe dejar de consi- 
derarse—quedando incluído en el territorio por cederse 
de acuerdo con el resultado del plebiscito. Si tomamos 
Sama como línea divisoria, Tarata queda bajo nuestro 
control y así debe ser. Mantenemos nuestra palabra. No 
hablamos de departamentos sino de territorios cuando 
antes mencionamos Tacna, porque fijamos una línea co- 
mo Sama que puede o no puede ser la línea divisoria en 
la división territorial peruana de esas reglones”. El Pe- 
rú ha tenido la oportunidad de comentar este telegrama 
infiriéndose de esta controversia que se incluye del terri- 
torio de la provincia de Tarata según la mente de las 
partes y que Chile si pensó en incluirla, no consiguió a- 
segurar su referencia a la provincia de Tarata en la des- 
cripción si se tuvo ese pensamiento al mencionar el río: 
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éomo línea divisoria. Queda, pues, el hecho de la des- 
cripción del territorio como el de “las provincias de Tac- 
na y Arica”, según se puso en el tratado, perdiendo su 
significación las palabras que se derivan de la línea di- 
visoria tomando para ella el río ya que le falta exact' 
tud. 3 

Si se asegurara, como parece ser el hecho, de que la 
cuestión de inc!usión del territorio de la provincia de Ta- 
rata, fué presentada, parece ser decisivo que el tratado 
no estableció la línea del río exclusivamente y que las 
palabras “el territorio de las provincias de Tacna y Ari- 
ca”, se contenía ahí sin evidencia suficiente de intención, 
no determinándose con precisión suficiente, como lo jus- 
tifica la conclusión de que cualquier territorio de la pro- 
vincia de Tarata se incluía en el artículo tercero. No li- 
mita contra esto el punto de vista de la exacta línea pro- 
vincial divisoria peruana, que no está definida en los re- 
cords, o que pueda haber habido alguna incertidumbre 
en la referencia que a ellos se hace. La capital de la pro- 
vincia de Tarata era la ciudad de Tarata, ciudad de con- 
siderable importancia, lo cual proporciona prueba en la 
reclamación que hace Chile de la ciudad de Tarata para 
que fuera a Chile, pero es claro que ninguna de las partes 
supuso que la ciudad de Tarata estaba en el territorio de 
las provincias de Tacna y Arica. Así también los argu- 
mentos basados en la importancia estratégica o económi- 
ca de Tarata deben rechazarse. Si Chile por alguna ra- 
zón daba importancia a la retención de Tarata, es más 
significativo que ese país no incluyera en el tratado nin- 
guna referencia a la provincia de Tarata mientras hacía 
clara mención de las provincias de Tacna y Arica. No so- 
lamente el primer párrafo, sino también el segundo y 
tercero del artículo tercero del tratado hacen referencia 
a estas provincias. El segundo párrafo determina que el 
plebiscito decidirá “si los territorios antes mencionados 
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de esas provincias permanecerán bajo el dominio y sobe-' 
ranía de Chile o continuarán formando parte del Perú” 
Se añade que cualquiera de los dos países al que “las pro- 
vincias de Tacna y Arica” puedan permanecer anexa- 
das, habría el pago señalado. El tercer párrafo determi- 
na que un protocolo especial prescribirá los términos y 
plazos en que se hará el pago por la nación “que quede 
en posesión de las provincias de Tacna y Arica” 

El árbitro decide que ninguna porción de la provin- 
cia de Tarata se incluya en el territorio cubierta por las: 
provisiones del artículo tercero del tratado de Ancón . 
que el territorio a que el artículo se refiere es exelusiva- 
mente el de las provincias peruanas de Tacna y Arica 
como se hallaban en octubre 20 de 1883; y que la fronte- 
ra norte de esa parte del territorio cubierta según el ar- 
tículo tercero no se hallaba dentro de la provincia pe- 
ruana de Tacna es el río Sama. La frontera de] sur es 
Chilcaya. La frontera del sur del territorio cubierto por 
el artículo tercero del tratado de Ancón se señala ahí ser 
“la quebrada y río de Camarones”. En esta relación hay 
que anotar que el artículo segundo del tratado determi- 
na la cesión por el Perú a Chile en perpetuidad de “el te- 
rritorio de! litoral de la provincia de Tarapacá cuyos lí- 
mites son por el norte la quebrada y río de Camarones. 
Así aparece que por ambos artículos la línea divisoria 
entre la provincia peruana de Tarapacá, cedida absolu- 
tamente a Chile, y el territorio de las provincias de Taec- 
na y Airca que debían continuar como se ha señalado, en 
posesión de Chile, se da simplemente como quebrada y 
río de Camarones. Parece no haber controversia en cuan- 
to esta línea entre la desembocadura del río Camarones 
en el Océano Pac'fico y Arepunto, conjunción de los dos 
principales tributarios, el Atacama, que viene del nores- 
te, y el Caritaya, que corre del sureste. Chile sostiene 
que el Atacama es continuación del Camarones y recla: 
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¿ma la línea de Atacama a un punto en que se une a Río 
Blanco y de ese punto traza una línea a la frontera boli- 
“viana que se basa en gran parte en lo que Chile asegura 
¡ser legal o tradicional línea divisoria entre los territorios 
de las provincias peruanas de Arica y Tacna. Esto está 
de acuerdo con el decreto chileno de cuatro de mayo de 
mil novecientos cuatro. Chile sin embargo pide que la co- 
misión de expertos nombrada por el árbitro fije la línea. 
El Perú expresa su intención de acatar la decisión que el 
árbitro pueda considerar apropiada o equitativa pero se 
reserva reclamar el río Cariraya sea la verdadera 
línea divisorio desde Arepunta hasta sus fuentes, mante- 
niendo aparentemente que esas fuentes interceptan con 
la frontera boliviana. Entre estas dos líneas están los va- 
liosos depósitos de bórax de Chilcaya sobre los cuales ha 
habido serias controversias entre los rivales particulares 
reclamantes. Esta disputa puede haber influído para es- 
tablecer la delimitación que señala el decreto dado por 
Chile en 1904. Mucha evidencia se introduce en este 
punto. porque los antecedentes cons'sten en informes y 
opiniones pertinentes en la controversia entre los liti- 
gantes particulars. En el juicio que sostuvieron en 1904 
ante la corte chilena de Arica los demandantes que re- 
clamaban las minas de borato de Chilcaya conforme a 
títulos de Tarapacá, dejaron de sostener sus reclamacio- 
nes con evidencia preponderante y la sentencia podía fa- 
vorecer a los demandados que estaban en posesión y que 
se atenían a los títulos de Arica. La corte sin embargo se 
fundó en que no era de su competencia decidir sobre los 
límites entre Arica y Pisagua (Tarapacá). En tres de e- 
nero de 1905 esta decisión se confirmó el informe técnico 
por la corte chilena de apelaciones de Tacna. Ambas 
partes parecen convenir en que la línea del tratado y el 
antíguo límite provincial peruano son lo mismo; y el ár- 
bitro viendo el asunto bajo esa luz es de la misma opi- 
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nión. Es imposible sin embargo, fijar esta línea per los 
datos sometidos al árbitro. El árbitro decide que la fron- 
tera del sur del territorio cubierto por el artículo terce- 
ro del Tratado de Ancón es la línea divisoria provincia! 
peruana entre las provincias de Arica y Tarapacá. como 
estaban señaladas en octubre 20 de 1883. 


y CIÓN CONCLUSIONES 


Que el territorio de] cual el artículo tercero se ocu- 
pa y cuya disposición deberá ser determinada por el ple- 
biscito que se deberá realizar conforme a lo anterior- 
mente estipulado es el territorio de las provincias per:¡a- 
nas de Tacna y Arica, tal como se encontraban el 20 de 
octubre de 1883 y esto es: toda la parte del territorio de 


la provincia peruana de Tacna que está limitada por el 
norte con el río Sama y toda la provincia de Arica; el ár- 
bitro se reserva el poder y el derecho de nombrar una 
comisión especial compuesta de tres personas, una de 
ellas será designada por Chile, la otra por el Perú y la 
tercera será nombrada por el árbitro; para poder trazar 
las líneas divisorias del territorio de que se ocupa el ar- 
tículo 30. de acuerdo con las resoluciones del árbitro so- 
bre esta materia acuerda: que si alguna de las partes no 
cumple con hacer el nombramiento de dicho comisiona- 
do, dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de 
esta decisión y fallo. el árbitro tendrá el poder y el dere- 
cho de nombrar un miembro para llenar la vacante que 
resultara en esta comisión especia! ; y la vacancia de es- 
ta comisión especial será suplida en la misma forma que 
el nombramiento original. 

(Que dentro de cuatro meses de la fecha de esta de- 
cisión y fallo cada una de las partes depositará una su- 
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ma que será fijada por el árbitro en una institución que 
será nombrada por él para poder así abonar los gastos y 
compensaciones de esta comisión especial y las partes 
deberán dentro de dos meses de la fecha de esta decisión 
y fallo presentar al árbitro su presupuesto de los ya men- 
cionados gastos y compensaciones; que el no cump'i- 
meinto de una de las partes de presentar dicho presu- 
puesto de gastos no evitará la decisión del árbitro para 
fijar el monto de este depósito y si una de las partes, sin 
embargo, no hace el depósito de la cantidad fijada por el 
árbitro, la otra podrá hacerlo y la cantidad que sea en- 
tregada por una de las partes en sustitución de la otra 
será luego aumentada o deducida de la cantidad que de- 
berá recibir o pagar dicha parte al hacer e] depósito de 
que se ocupa el segundo párrafo del artículo tercero del 
tratado de Ancón; que todos los plazos arriba menciona- 
dos podrán extenderse o cambiarse por el árbitro. 

Que la realización del plebiscito tal como arriba ya 
se ha estipulado no podrá ser demorada para esperar 
los procedimientos o informes de la comisión especial pa- 
ra la determinación de las fronteras; pero cualquiera 
de las partes podrá objetar el derecho de cualquier per- 
sonal que quiera inscribirse o votar en dicho plebiscito 
bajo pretexto de haber nacido o residido según el caso 
fuera de los límites del territorio de qu ese ocupa el ar- 
tículo tercero del tratado de Ancón como determina esta 
decisión y fallo y la comisión p!ebiscitaria dispondrá que 
se formule un registro separado de todas aque!las perso- 
nas, cuyos derechos al registro y al voto podrán ser a- 
fectados por el informe de la comisión especial de fron- 
tera y los votos de estas personas serán, también regis- 
trados y conservados aparte: 

El árbitro se reserva el derecho de no tomar en con- 
sideración, de adoptar, modificar o rechazar el informe de 
una comisión especial o de nombrar una nueva comisión 


Dr. D. Solón Polo 


Uno de los delegados del Perá en Washington para 
la defensa en el asunto de Tacna y Arica. 
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y no tomar en EOnsid ración de igual manera ese nuevo 
informe. 

Y si se desprende del informe de la comisión plebis- 
citaria que el resultado del plebiscito pueda depender de 
los votos de las personas cuyos derechos al registro y al 
voto puedan ser dudosos hasta que el límite del territo- 
rio de qu ese ocupa el artículo tercero del tratado de An- 
cón haya sido determinado en la forma que anteriormen- 
te se ha previsto, el árbitro retendrá la proclamación del 
resultado del plebiscito hasta que dichas fronteras ha- 
yan sido fijadas y el derecho de esas personas al registro 
y al voto quede resuelto. de acuerdo con el informe de la 
comisión especial de fronteras. 

En testimonio de lo cual he puesto mi firma y fijado 
el sello de los Estados Unidos. 

Hecho por duplicado en la ciudad de Wáshington, 
el cuarto día de marzo del año 1925 y el año 149 de la in- 
dependencia de los Estados Unidos. 


Un sello Calvin COOLIDGE. 


Por el Presidente:—Charles E. Hughes. Secretario 
de Estado, | 


TEXTO DEL RECURSO PERUANO Y SINTESIS DE 
LA RESPUESTA DEL ARBITRO 


a O 


Considera en general que las demandas corresponde a- 
tenderlas en la práctica y sobre el terreno 


a la Comisión Plebiscitaria 


' 


El Gobierno del Perú aprecia altamente la deferen- 
cia del de los Estados Unidos de América por haber pro- 
nunciado su laulo en la cuestión que le fué sometida a ar- 
bitraje por el protocolo y acta complementaria, firma- 
dos en Wáshington, el 20 de Julio de 1922; pero, antes 
de manifestar su asentimiento para concurrir al plebis- 
cito que se dispone en dicha sentencia, no puede dejar 
de expresar algunas consideraciones respecto de la esen- 
cia misma del documento que la contiene y formular de- 
terminadas. peticiones tendientes a la mejor y más leal 
ejecución del plebiscito. 

Piensa, desde luego, el Gobierno del Perú que el 
Arbitro ha incurrido en un error sustancial, del cual de- 
riva el sentido de su fallo adverso a la no procedencia 
del plebiscito, al traducir las palabras que en el texto 
del tratado dicen literalmente “expirado este plazo” y 
que en el idioma inglés equivale a “the ejpiration of” o a 
“having ejpired this time limit” por las palabras “after 
the ejpiration of” que traducidas al castellano, significan 
“después de expirado este plazo”, siendo así que la fra- 
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se “expirado este plazo” que se consigna en el texto au- 
téntico determina perentoriamente un límite de tiempo 
—diez años— a la posesión de Chile y fija el plazo pa- 
ra la realización del plebiscito. El Arbitro debió hacer 
una investigación más prolija para asegurar la traduc- 
ción correcta e intachable de las palabras españolas em- 
pleadas en el tratado de Ancón y asi habría llegado, ne- 
cesariamente, a la conclusión lógica de que el plebiscito 
debió realizarse en 1894 y no a la conclusión inacepta- 
-ble y que hiere profundamente el sentimiento nacional 
peruano de admitir que Chile ha podido lícitamente se- 
guir reteniendo nuestras provincias después del plazo 
estipulado expresamente en el tratado de Ancón, libran- 
do asi a la voluntad arbitraria de una de las partes la 
prolongación indefinida de dicho plazo. Cumple, en con- 
secuencia, dejar constancia, respetuosamente, ante el 
Honorable Arbitro, de que el Perú no puede aceptar la 
declaración sobre la legitimidad de la soberanía de.Chi- 
le en los territorios de Tacna y Arica, ni tampoco la de 
su legítima ocupación en los años posteriores a 1894. 
Piensa, también mi Gobierno, que se ha hecho uso 


de un argumento especioso cuando dice el laudo que por 


no haberse previsto la caducidad de las obligaciones con- 
tenidas en la cláusula tercera por el lapso de tiempo, és- 
ta no podía producirse. La caducidad, por su esencia, 
no necesita ser estipulada por las partes, pues ella se: 
produce automáticamente cuando se realizan ciertas cir- 


cunstancia, sin que sea necesario previo acuerdo, y es- 


principio general en Derecho que una de las causales: 
de caducidad de los contratos es el incumplimiento de la. 
obligación dentro del tiempo estipulado. 

Ahora bien, el tiempo estipulado fue el de diez 
años, según la declara especificamente y sin lugar a du- 
da, el texto del artículo tercero del tratado de Ancón, 
cuando dice: “El territorio de las provincias , . . . con- 
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tinuará poseído por Chile y sujeto a la legislación y au- 
toridades chilenas durante el término de diez años con- 
tados desde que se ratifique el presente tratado de paz”. 
Habiéndose realizado la ratificación el 28 de Mar- 
Zo de 1884, la posesión de Chile y sujeción del territorio 
a la legislación y autoridades de ese país, terminó lega!- 
mente el 28 de Marzo de 1894, en cuya fecha la no rea- 
lización del plebiscito que tenía así plazo señalado, de- 
terminó el incumplimiento de la cláusula tercera y, con 
é!, su caducidad. | 3 
También debe hacérge notar que el Honorable Ar- 
bítro parece haber ignorado las pruebas concluyentes o- 
frecidas por el Perú relativas a la expulsión, despojos 
de propiedad, actos de terrorismo y colonización frau- 
dulenta de los chilenos en los terrenos de peruanos, que 
son suficientes, si hubieran sido debidamente examina- 
dos y apreciados para dejar fuera de toda duda el error 
de someter esta controversia a la solución p'ebisc'taria. 


La indiferencia con que el Arbitro ha mirado estos 
actos de vandalismo y opresión ha dado lugar a que los 
chilenos exacerben sus persecuciones contra los perua- 
nos en Tacna y Arica después de prnunciado el laudo, 
como si estuviesen seguros de que la impunidad seguirá 
amparando la consumación de tantos crímenes. En efec- 
to, por medio de nuestra Embajada, hemos hecho cono- 
cer al H. Arbitro, los siguientes recientes hechos delic- 
tuosos: El comerciante pefuano, Antonio Mollo y su fa- 
milia han sido arrojados violentamente de Putre, en Ta- 
rata; asimismo, han sido atacados los hogares de los ciu- 
dadanos peruanos Musso, Céspedes y Bravo, este último 
fué muerto. Las escuelas en Tarata han sido clausuradas. 
También se sabe que la casa de Martina Birne, en la 
banda chilena del río Sama, desnués de expedido el lau- 
do, ha sido asaltada por tres carabineros chilenos, ha- 
biendo atacado y estropeado al amo de la casa y a dos 
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peruanos más, Ramón Rivera y Angel Yáñez. También 
sabemos que se ejercen amenazas y violencias contra los 
pobladores indefensos de Tarata, siendo violadas las 
mujeres por los carabineros chilenos. Los peruanos Fé- 
lix Nalvarte, Timoteo Rodríguez, Vicente Mamani, Pe- 
dro Lamur y Lorenzo Flores, se han escapado de las per-' 
secuciones de las autoridades chilenas de Arica y llega- 
ron a Locumba en donde relataron que doscientos perua- 
nos residentes en Arica fueron embarcados de ese puer- 
to con dirección al sur de Chile para impedir que voten 
en el plebiscito. Nuevos destacamentos de carabineros 
chilenos han sido establecidos en los rios Ticalaco y Ta- 
rata, cortando las comunicaciones entre Locumba y Ta- 
rata y de allí están haciendo fuego sobre los pobladores 
indefensos de Locumba. Fuerzas chilenas están -sem- 
brando el terror entre los pobladores peruanos de los 
territorios comprendidos en el laudo con el fin de obli- 
earlos a votar en el plebiscito a favor de Chile y cuando 
se resisten se les persigue y se les expulsa de] territorio. 
Actualmente están tomando medidas los funcionarios 
chilenos para obligar por la fuerza a los ciudadanos pe- 
ruanos a firmar documentos de adhesión, en que piden 
continuar bajo la soberanía chilena, Carlos Becerra, Ma- 
nuel Corvacho, Félix Baluarte, Saturnino Flores, Miguel 
Corvacho, Nataniel Corvacho, Luciano Lira, Benjamín 
Navarro, Tomás Chambo y Carlos Otoya han llegado a 
Locumba huyendo de las persecuciones chilenas en Ari- 
ca, diciendo que sus familias han sido cruelmente ultra- 
jadas, siendo obligados a huir, haciendo el viaje a pie 
para evitar ser embarcados al sur de Chile. 

El cuadro que queda trazado demuestra que, efec- 
tivamente, ha habido una perversión de las condiciones 
esenciales para ell plebiscito, que justificaría la negati- 
va del Perú a aceptar el laudo; pero siendo doctrina in- 
variable de nuestro país el cumplimiento de sus compro- 
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misos internacionales, no podemos dejar de respetar la 
decisión pronunciada, no obstante los errores que han 
quedado puntualizados y a pesar de que hieren tan hon- 
damente los sentimientos de justicia que asisten al Perú 
para demandar la caducidad de la cláusula tercera del 
Tratado de Ancón, incumplida exclusivamente por Chi- 
le, que no ha tenido ni podido exhibir la más ligera ex- 
cusa de su actitud recalcitrante; pero salicitamos que se 
nos otorguen y declaren por el Honorable Arbitro, las 
garantías que específicamente voy a enumerar y que son 
reclamadas por la unanimidad de la opinión nacional, 
que apoya así los justos anhelos de la población perua- 
na expulsada de nuestras provincias, después de sufrir 
incontables vejámenes. Sin tales garantías sería irrisorio 
el derecho de nuestros votantes, quienes, intimidados 
. por las violencias chilenas, no se decidirían a volver al 
suelo en que nacieron y que sigue entregado a la cruel- 
dad de su opresor que, por las considerac:ones del lau- 
do, se cree probablemente justificado en el mantenimien- 
to, por esos medios, de su usurpación y violencia de más 
de treinta años. | | 

Las garantías que el Gobierno del Perú demanda 
del Honorable Arbitro, como condición para asegurar la 
verdad del sufragio, son las siguientes: 

Primera.—La desocupación de los territorios de 
Tacna y Arica por las autoridades civiles y por las fuer- 
zas de ejército, gendarmería y policía. chilenas, que de- 
ben ser reemplazadas por autoridades y fuerzas ame- 
ricanas, no sólo durante el plebiscito, sino inmediata- 
mente, para poner término a las hostilidades que aún se 
ejercitan cantra los pobladores peruanos que todavía 
quedan en esos territorios y hacer posible que los nati- 
vos que se encuentran fuera puedan regresar libremen- 
te, sin el temor de ver repetidos los atropellos y críme- 
nes que siempre se han cometido y que continúan perpe- 


trándose aún después de expedido el laudo, pues es ab- 
solutamente necesario que los pobladores de los mencio- 
nados territorios queden libres de toda presión moral y 
material que tienda a coactar su libertad personal y la 
libre emis ón del voto, como lo establecen universalmen- 
te la doctrina y. legislación sobre plebiscitos. 

Segunda.—Que se adelante la instalación y funcio- 
namiento de la Comisión Plebiscitaria, a fin de que, des- 
de luego, impere su alta autoridad imparcial en las pro- 
vincias de Tacna y Arica, evite la continuación de las 
violencias, expulsiones e internación a las provincias aus- 
trales de Chile de la población peruana que debe tomar 
parte en el plebiscito y permita que, en condiciones de 
igualdad, peruanos y chilenos, puedan preparar direc- 
tamente en los territorios disputados los elementos de 
que necesita disponer para el éxito de su acción plebis- 
citaria. 

Tercera.—Que el plazo para que tenga lugar la 
votación plebiscitaria comience a contarse después de la 
desocupación civil y militar de las provincias de Tacna 
y Arica, procedimiento que está de acuerdo con los pre- 
cedentes conocidos y muy particularmente con el del 
plebiscito de la Silesia Superior, en el que tuvo, precísa- 
mente, Intervención un representante de los Estados U- 
nidos. (Anexo 20. y 4o. del artículo 88 del Tratado de 
Versalles). 

Cuarta.—Que se declare que no han perdido la ca- 
lidad de residentes los peruanos que hayan tenido resl- 
dencia en Tacna y Arica por cinco años y que hayan si- 
do expulsados por las autoridades chilenas. Período 1- 
gual señala el laudo al tratar de los residentes con de- 
recho a voto, y el derecho que reclamo está reconocido 
en casos semejantes, especialmente en el plebiscito de 
Schieswir (artículo 109 del Tratado de Versalles) y en 
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el de la Silesia Superior (Anexo 4o. del artículo 88 del 
Tratado de Versalles). 

Quinta.—Que el Arbitro disponga que los residen- 
tes deben comprobar la clase de ocupación e industria a 
sue se dediquen y de que deriven su subsistencia, pues 
éste éste sería el único medio de evitar el fraude que el 
Gobierno del Perú sabe que se ha realizado metódica- 
mente desde hace varios años y se sigue realizando ac- 
tualmente en Tacna y Arica, a efecto de simular la exis- 
tencia de una fuerte población chilena res.dente. Es ob- 
vio que este requisito debe ser claramente establecido, 
por ser el más conducente a cautelar de manera eficaz la 
verdad del sufragio. 

Sexta.—Que se tenga presente con referencia a la 
disposición contenida en los votantes, por la cual se pri- 
va del derecho a voto a toda persona que haya sufrido 
prisión en virtud de sentencia judicial por delitos comu- 
nes, que los procesos por tales delitos son instruidos por 
la autoridad judicial del país que es parte interesada 
en la presente controversia y que es notorio que se han 
simulado y se simulan los referidos procesos, atribu- 
yendo a los peruanos la comisión de hechos delictuosos, 
con el fin de inhabilitarlos para la votación plebiscita- 
Ma ES Y 

Las peticiones formuladas no envuelven ninguna 
modificación sustancial del laudo. Se refieren tan sólo a 
decisiones absolutamente necesarias para una leal eje- 
cución del mismo, que es imprescindible determinar de 
manera expresa, como único medio de garant:zar eficaz- 
mente la libertad y fidelidad de la votación plebiscita- 
ria, y que, en el presente caso, más que en ningún otro, 
son necesarias por tratarse de Chile que durante más 
de cuarenta años ha hecho a nuestros compatriotas víc- 
timas de las violencias más condenables. Al formular 
estas peticiones, mi Gobierno se acoge a la disposición 


OO E 


contenida en la segunda parte del artículo segundo del 
Protocolo de Arbitfaje que faculta al Honorable Arbi- 
tro para determinar los DOS POLOS y plazo en la 


ejecución de su laudo. 
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Respuesta del Arbitro Americano 
a las observaciones del 
Gobierno Peruano 
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El Arbitro ha tenido la honra de recibir y de consi- 
derar cuidadosamente la comunicación que le ha sido 
dirigida con fecha 2 de abril de 1925 por e! Presiden- 
te de la Comisión de Defensa peruana, representante 
del Perú en el arbitraje pendiente, según el protocolo 
y acta complementaria firmados por los Representantes 
del Perú y Chile en Wáshington el 20 de Julio de 1922. 

- En el curso de su comunicación el Presidente de la 
Comisión de Defensa peruana, expone, en primer lugar, 
los puntos de vista del Gobierno del Perú sobre el lau- 
do del Arbitro; en segundo lugar, informa al Arbitro de 
ciertos actos que se dicen han sido perpetrados contra 
los habitantes peruanos de Tacna y Arica desde la fe- 
cha del laudo y, en tercer lugar, demanda ciertas garan- 
tías con respecto a la ejecución del LON a 
por el laudo. ! 

El Ohio: considera deber suyo dar la siguiente 
respuesta: | i 

Primero.—De los conceptos del Gobierno peruano 
con respecto al dictamen y laudo se ha tomado debida 
nota. El laudo fué el resultado de un examen cuidadoso 
de los detallados expedientes sometidos por las partes. 
Estos expedientes tratan ampliamente las diversas cues- 
tiones que se examinan en la comunicación que acaba 
de presentarse en nombre del Gobierno del Perú y en 
ellas se alegaron todos los argumentos que ahora se tra- 
ta de reargúir. 
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De acuerdo con las condiciones del arbitraje conve- 
nidas pc ambas partes, así como también de acuerdo 
con los principios generales del Derecho Internacional, 
estas cuestiones han sido decididas por el laudo de ma- 
nera final y sin apelación. 

Bien podrá terminar aquí esta respuesta, pero por 
deferencia a las grandes naciones que son partes en es- 
te arbitraje y teniendo en cuenta la importancia de que 
se entienda corectamente el laudo del Arbitro y el pro- 
cedimiento a que debe ceñirse su ejecución, el Arbitro 
considera conveniente agregar algunas observaciones. 

Parte considerable de la comunicación que ahora se 
ha presentado al árbitro, se funda en una reclamación 
por una traducción equivocada del artículo tercero del 
Tratado de Ancón, expresándose que en este artículo de- 
be leerse a la expiración y no después de la expiración, 
del plazo de diez años, como se dice en el laudo. 

La traducción que motiva la queja es la sometida 
por el Perú en su alegato, y a juicio del árbitro, interpre- 
ta bien el significado la frase en cuestión. El problema 
ante el Arbitro es más de sustancia que de traducción del 
artículo. Ese problema había sido debatido por la: par- 
tes mucho antes de que el arbitraje diese lugar a dis- 
cutir la traducción inglesa del texto. El problema, por 
otra parte; va mucho más allá del de una cuestión en 
gran parte académica y relativamente sin importancia 
como es la del uso de determinada palabra inglesa en la 
traducción del tratado, y si esa palabra debe ser a la, en 
la, ete, de todas las cuales han sido usadas en varios pa- 
sajes de la documentación peruana. Puede decirse tam- 
bién que el laudo está en perfecta 'armonía con el sen- 
tido efectivo que al tratado dan las partes en las discu- 
siones habidas entre ellas después de la «expiración del 
período de diez años. Desde 1894 hasta 1912 las par- 
tes repetidamente hicieron negociaciones para el  ple- 
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biscito, y en 1898 llegaron a un acuerdo sobre los tér- 
minos de un protocolo plebiscitar:o que no fué ratifica- 
do por el congreso chileno. 

El Presidente de la Comisión de Defensa peruana, 
sugiere que el Arbitro no apreció en su justo valor las 
pruebas suministradas por el Perú relativas a las expul- 
siones, despojos de propiedades, actos de terrorismo y 
colonización fraudulenta por los chilenos en tierras de 
los peruanos. (Página 6 de la comunicación que se con- 
testa). 

Sobre este asunto las partes sometieron volumino- 
sos testimonios y el Arbitro ponderó sus méritos con el 
mayor cuidado, pero no halló pruebas suficientes que le 
sirvieran de base para declarar que en las presentes cir- 
cunstancias no puede efectuarse un plebiscito en condi- 
ciones adecacuadas, o que no puede tener lugar ningún 
plebiscito. (Laudo arbitral, página 36). 

“Segundo.—El Arbitro también toma nota de los 
casos concretos de expulsión y opresión que el Presiden- 
te de la Comisión peruana de Defensa denuncia que han 
ocurrido desde que se expidió el laudo. Estas acusacio- 
nes deben someterse al examen de la Comisión plebis- 
citaria en cuanto se constituya. El Arbitro observa con 
satisfacción que el Presidente de la Comisión peruana 
de Defensa—aunque expresa el concepto de que las con- 
diciones en Tacna y Arica que él describe justificarían 
que el Perú rehusara aceptar el laudo—da seguridad 
formal de que siendo política invariable de su país la 
de cumplir con sus compromisos internacionales, el Pe- 
rú no dejará de respetar el laudo. 

Tercero.—Respecto de las diversas garantías rela- 
cionadas con las condiciones del plebiscito y que  de- 
manda el Presidente de la Comisión de Defensa del Pe- 
rú, el Arbitro—en cuanto atañe a su decisión formal— 
se contenta con la respuesta dada ya a los puntos de vis- 
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ta presentados en nombre del Gobierno peruano, a sa- 
ber: que las condiciones del plebiscito constituyeron una 
de las cuestiones sometidas al Arbitro; que el laudo fué 
emitido después de cuidadoso estudio de los expedientes 
presentados por las partes y que tanto por lo convenido 
entre éstas como de acuerdo con los principios del Dere- 
cho Internacional, el laudo es final y sin apelación. 

Sin embargo, el Arbitro hace las siguientes obser- 
vaciones generales: - 

Como ya se ha manifestado, ire condiciones bajo 
las cuales el plebiscito debería realizarse constituyeron 
uno de los puntos sometidos al Arbitro. Las partes con- 
vinieron en su procedimiento que tuvo la aprobación del 
Arbitro, y que daba a una y otra pante amplia ADE 
nidad de ser oída. | 

El Perú, bien informado, no hizo ninguna petición, 
ni aún en la alternativa de las decisiones posibles sobre 
las condiciones del plebiscito, mientras estas condicio- 
nes estaban sub-judice; no hizo los pedidos que ahora 
formula ni otros para el orden del procedimiento, y el 
convenio bajo ekcual este arbitraje fué acordado, pro- 
hibe que una de las partes en el arbitraje, hiciera, des- 
pués de la expedición del laudo demandas relacionadas 
con las disposiciones de éste. El Arbitro, sin embargo, no 
dió lugar a que fuesen perjudicados los derechos del Pe- 
rú por no haberse hecho pedidos de decisiones sobre las 
condiciones del plebiscito y consideró toda la cuestión 
cuidadosamente, fijando las condiciones bajo las cuales 
el plebiscito debía efectuarse, a fin de dispensar la más 
amplia protección a los derechos de ambas artes. 

El Arbitro cree necesario agregar, también, las si- 
guientes observaciones, en respuesta a cada una de las 
demandas que le ha presentado el Presidente de la Co- 
misión de Defensa peruana. 
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lo.—Respecto a la evacuación de los territorios de 
Tacna y Arica por las autoridades civiles, el ejército, 
la gendarmería y la policía chilenos, para ser reempla- 
zados por autoridades y fuerzas norteamericanas, no 
sólo durante el plebiscito sino inmediatamente, etc., ete., 
el Arbitro se vé obligado a expresar que esta deman- 
da va más allá de los límites fijados a su autoridad co- 
mo árbitro, según los términos del protocolo y las dispo- 
siciones del laudo. : ; 
—El. acta complementaria del es de Wáshing- 
ton estipula que aún en el caso de que el Arbitro deci- 
da que no hay lugar a plebiscito, mientras esté pendien- 
te un acuerdo acerca de la disposición del territorio, no 
se perturbará la organización administrativa de las pro- 
vincias. Por lo tanto, aún-en el caso de que el Arbitro 
hubiera hallado que la posesión actual por Chile es ile- 
gal, no habría tenido poderes para ordenar la evacua- 
ción de las provincias mientras estuviese pendiente el a- 
cuerdo sobre disposición de territorio. Pero el laudo sos- 
tiene, al contrario, que la correcta interpretación del 
Tratado de Ancón es la de que Chile debía retener po- 
sesión mientras se realizaba el plebiscito, y que rete- 
niendo tal posesión su autoridad administrativa  conti- 
nuaba. (Laudo, página 20). Las observaciones prece- 
dentes, sin embargo, no tiene por objeto limitar el ejer- 
cicio de los poderes de la Comisión plebiscitaria, como 
se «establecen en el laudo, los cuales son lo  suficiente-= 
mente amplios para garantizar a todos y cada uno de los 
votantes calificados, completa seguridad de protección 
a sus personas así como la garantía de que su voto pue- 
de ser depositado libremente y de que será computado 
con absoluta honradez. El laudo provee que la Comi- 
sión plebiscitaria tendrá, en general, el completo con- 
trol sobre el plebiscito y el Arbitro ha nombrado como 
presidente de la Comisión al General Persh'ng, dist'n- 
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guido ciudadano norteamericano que encarna en si mis- 
mo toda garantía por su carácter y personalidad. 

20.—Que la instalación y funcionamiento de la 
Comisión plebiscitaria se apresure a fin de que su alta 
e imparcial autoridad pueda inmediatamente empezar 
a gobernar las provincias de Tacna y Arica ete., ete. 

En cuanto esta demanda simplemente pide que se 
apresure la instalación y funcionamiento de la Comisión 
plebiscitaria, el Arbitro hace notar que este pedido de- 
pende, primero de la acción del gobierno del Perú sólo, 
y segundo: de la acción de los gobiernos de Chile y el 
Perú. De acuerdo con los términos del laudo, los miem- 
bros de la comisión plebiscitaria deben ser nombrados 
dentro de cuatro meses de la fecha de la ¡entrega de 
aquel, y la Comisión debe reunirse en la ciudad de Ari- 
ca para quedar constituída a más tardar a los seis me- 
ses de la fecha de la entrega del laudo. Estos plazos 
pueden ser alterados por el Arbitro. En otras palabras 
el laudo sólo fijó un plazo máximo para el nombramien- 
to de llos miembros de la Comisión plebiscitaria. El Ar- 
bitro ya nombró el miembro que debe presidirla, asi'co- 
mo el tercer miembro de la Comisión especial de lími- 
tes. Chile ha nombrado también el miembro que debe 
representarlo en la Comisión plebiscitaria. Se infiere de 
aquí que nada impide su instalación tan pronto como 
un acto análogo sea ejecutado por el Perú. La Comisión, 
una vez constituída, puede hacer arreglos para efectuar 
su primera reunión en Arica tan pronto como se haya 
practicado por los dos gobiernos los actos prelim'nares 
necesarios. 

30.—El plazo para la votación plebiscitaria co- 
mience a contarse desde la fecha de la evacuación de 
las provincias de Tacna y Arica por las autoridades ci- 
viles y mUitares, etc. 

Esta demanda cae dentro de las observaciones del 
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Arbitro a la primera, desde que, también, vá más allá 
del radio de la autoridad conferida al Arbitro por el 
Protocolo del arbitraje y por las conclusiones del Lau- 
do, en cuanto está basada en la evacuación de las pro- 
vincias por las autoridades civiles y militares. 

40.—Que se declare que los peruanos que han resi- 
dido en las provincias de Tacna y Arica por cinco años 
y que han sido expulsados por las autoridades chilenas 
no han perdido su carácter de residentes. 

Como ya se ha indicado, al fijar el Arbitro los re- 
quisitos que deben satisfacer los votantes, no tuvo la 
ventaja de examinar las demandas que se hacen al res- 
pecto por parte del Perú. Sin embargo, el Arbitro con- 
sideró con gran cuidado las diversas cuestiones inheren. 
tes a este punto, a la luz de las pruebas y argumentos 
sometidos por ambas partes. Las varias conclusiones del 
laudo sobre este asunto están entrelazadas dentro de 
; por lo tanto, el cumplimiento de esta 
petición no sólo es imposible en razón de la finalidad 
del laudo, sino innecesaria 'e inadmisible, por que impli- 
caría la revisión de un plan que fué cuidadosamente es- 
tudiado y que en su integridad, a Juicio del Arbitro ha- 
ce justicia a las partes. 

90.—(Que el Honorable Arbitro disponga que a los 
residentes se les exija pruebas sobre el carácter de la 
ccupación o industria que ejercen y de la cual derivan 
sus medios de subsistencia, por ser este el único medio 
de evitar fraudes, etc. 

Es debler de la Comisión plebiscitaria tomar en con- 
sideración todas las pruebas que se aduzcan sobre califi- 
caciones de los votantes, a fin de impedir la emisión de 
votos fraudulentos. Por la tanto, esta demanda debe ha- 
cerse.a la Comisión para que la considere. ] 

60.—(Que se tome en consideración, en lo que-se 
refiere a la disposición del ¡laudo sobre calificación de 
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los votantes, por la cual se priva del voto a toda perso- 
na que haya sufrido prisión en virtud de sentencia ju- 
dicial por delitos comunes, que los procesos por tales de- 
litos han venido formándose desde hace años por auto- 
ridad chilena que es parte autorizada en esta contro- 
versia, y que es notorio que se han simulado los referi- 
dos procesos atribuyendo a los peruanos la comisión de 
hechos delictuosos con el único objeto de: inhabilitarlos 
para votar, en caso de que llegase a efectuarse el ple- 
biscito. 

El Arbitro no vé con claridal el significado preciso 
de esta demanda. El laudo provee (Página 42) que a 
ninguna persona que haya sufrido prisión en cumpli- 
miento de sentencia por delito no político que envuelva 
relajación moral, se le permitirá registrarse y votar. 
Corresponde a la Comisión plebiscitaria el deber de in- 
terpretar y aplicar tal disposición, de acuerdo con su le- 
tra y su espíritu, a los hechos de cada uno de los casos 
que se presenten ante la Comisión que de ellos deba co- 
nocer. Se sugiere, por lo tanto, que todo caso O casos 
concretos en que se crea necesario interpretar o apli- 
car esta disposición se someta a la Comisión plebiscita- 
ria. | | 

En general, el laudo da plenos poderes a la comi- 
sión plebiscitaria para conocer de todas las cuestiones 
relativas a la calificación de los votantes y para impedir 
los fraudes a fin de asegurar a cada uno de los electo- 
res calificados su derecho de votar. También se ha esta- 
blecido con amplitud la apelación ante el Arbitro de las 
decisiones de la Comisión plebiscitaria. 

Para concluir, parece innecesario decir que sólo el 
deseo de ser útil para conseguir el arreglo de úna lar- 
ga controversia entre dos grandes naciones con las cua- 
les los Estados Unidos se hallán en las más amistosas 
relac'ones, indujo al Arbitro a emprender su ardua ta- 
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Féá y hásta donde de él dependa y obrando siempre den- 
tro de los bien definidos límites del Protocolo de Arbi- 
traje, no dejará sin hacer nada que con cuidado y aten- 
ción escrupulosos de su parte pueda contribuir a asegu- 
rar una elección honrada y justicia igual para ambas 
partes. 

La decisión que el Arbitro se ha creído obligado a 
enunciar, o sea, que el laudo es final y sin apelación, ha 
hecho innecesario suministrar a los Agentes del gobier- 
no de Chile, la oportunidad de presentar el punto de 
vista de dicho gobierno, copias de la comunicación del 
Presidente de la Comisión de Defensa peruana, y de es- 
ta respuesta, se suministrará a los Agentes del Gobier- 
no de Chile. 


Calvin Coolidge. 
Arbitro. 
Por el Arbitro 


Frank E. Kellog 
Secretario de Estado 


Abril, 9 de 1925. 
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| Patriótica Nota de nuestro Canciller 
Sr. Dr. Alberto Salomón 


dirijida a la Cancillería Chilena, antes de las negcciaciones 


“Lima, Diciembre 31 de 1921.—Exemo. Señor Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de Chile. —Santiago. —. 
Señor Ministro: La actitud que V. E. ha creído conve- 
niente asumir al ver precisadas por mi Gobierno las ú- 
nicas bases sobre las cuales era posible llegar a. la liqui- 
Jación completa y definitiva de todas las dificultades 
existentes entre el Perú y Chile, me obliga a rectificar en 
guarda de los fueros del Derecho y de la Historia, las 
infundadas aseveraciones contenidas en el despacho te- 
legráfico de V. E. que recibí ayer. 

Al contestar las tres primeras comunicaciones de 
V. E. no me era lícito olvidar los antecedentes del Tra: -: 
tado de paz de 1883, que puso fin a la guerra del Pacífi- 
co, comenzada mas, de cuatro años antes, el 5 de abril 
de 1879. Las huellas de esa horrorosa lucha no se han 
borrado; se conservan intactas en el corazón de todos 
los peruanos y señaladamente en el de las madres, espo--. 
sas e hijas de los veinte mil compatriotas que se sacrifi- 
caron en los campos de batalla donde los heridos sufrie- 
ron el martirio del “repase”; en las ruinas, todavía. en- 
negrecidas, que señalan el paso del ejército invasor, que 
saqueó e incendió ciudades, aldeas, haciendas; en las 
porciones del territorio nacional que gimen bajo la opre- 
sión de la conquista: y en el sufrimiento de esos miles 
de peruanos que periódicamente expulsa Chile del sue- 
lo y del hogar que les pertenece, como si quisieran ha-= 
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cerles el encargo de notificar a sus co mbatridtas qué 
aún se extreman en ellos las hostilidades de una guerra 
que terminó legalmente hace treinta y siete años. Todo 
esto contribuye a mantener vivo en la memoria del Perú 
cuanto se relaciona con el Tratado de paz y con cada 
una de sus estipulaciones, en ninguna de las cuales apa- 
recen asignadas a Chile “el dominio y la soberanía so- 
bre las provincias de Tacna y Arica, pues el artículo ter- 
cero del tratado sólo dice que el territorio de esas pro- 
vincias continuaré poseído por Chile y sujeto a la legls- 
lación y autoridades chilenas durante el término de diez 
años, lo que es contrario a la idea de dominio y sobera- 
nía, que son por su naturaleza permanentes, y no limita- 
dos a tiempo y a la condición que V. E. mismo señala. 

No me es posible pasar por alto la afirmación de 
V. E. sobre el empeño y la sinceridad con que asegura 
que su país ha buscado el acuerdo del mio para concer- 
tar las bases del plebiscito. No fueron, sin duda, esos 
recomendables móviles los que hicieron desestimar a los | 
siete meses la iniciativa de mi Gobierno, en 1892, para 
resolver la cuestión de Tacna y Arica; ni los que inspi- 
raron la intransigencia del negociado chileno en Lima, 
en 1893; ni el repudio de las bases generales para el 
protocolo definitivo sobre el plebiscito, después de haber 
sido formalmente aceptadas por el representante de Chi- 
le, a principios de 1894, ni la transferencia condicional 
de Tacna y Arica a Bolivia, pactada, sin derecho por 
Chile en 1895; ni las temerarias exigencias monetarias 
del Ministro Lira en las negociaciones que terminaron el 
6 de febrero de 1896; ni la táctica dilatoria del ministro 
chileno que le sucedió en Lima, cuando se le invitó en 
1897 a continuar las negociaciones; ni los procedimien- 
tos seguidos con el protocolo subscrito el 16 de abril de 
1898 para la realización del plebiscito que, aprobado el 
mismo año por el Congreso del Perú y por el Senado de 


— 1083 — 


Chile, fué rechazado en forma ambigua por la Cámara 
de Diputados chilena en 1901 ni las propuestas que uno 
de los antecesores de V. E. hiciera al ministro del Perú 
en Santiago, en 1908, para resolver el problema de nues- 
tras provincias cautivas fuera del tratado de ' paz; ni las 
que se hicieron en 1910 para la realización de un plebis- 
cito acomodaticio; ni el fracaso provocado por el mismo 
Gobierno de Chile de la negociación iniciada simultánea- 
mente por los dos Gobiernos interesados, en 1912; sien- 
do por todo esto de extrañar que V. E. recuerde que, no 
obstante reconocer mi Gobierno la existencia de acuer- 
dos perfectos sobre el particular, los haya repudiado sin 
distinción. Acuerdo perfecto sólo fué el de las bases con- 
venidas el 26 de enero de 1894, rechazada pocos meses 
después vor Chile; porque aún el protocolo de 16 de 
abril de 1898, que estuvo a punto de perfeccionarse, no 
llegó a serlo a causa del voto de la Cámara de Diputa- 
dos chilena. ] 

El criterio con que el Gobierno de V. E. contempla 
las cuestiones que mantiene con el Perú es la causa úni- 
ca de que la actitud de mi Gobierno no haya sido debi- 
damente apreciada. La circunstancia de que Chile ejer- 
za autoridad transitoria sobre los territorios disputados 
no confiere a ese país el dominio y soberanía que el Pe- 
rú conserva sobre ellos, ni puede, por lo mismo, dar ca- 
racter de generosidad a la iniciativa que tomó V. E. ha- 
ce diez y nueve días. Hay: de por medio un Tratado so- 
lemne que ha puesto a Chile en posesión de enormes ri- 
quezas y que por ser, sin duda, causa de su fuerza, le 
ha permitido no cumplirlo en lo que podía favore- 
cer al Perú; así es que nuestra conducta de hoy no 
podía ser otra precisamente porque buscamos el 
arreglo definitivo de todas las dificultades  pendien- 
tes y una reconciliación sincera. Pretender reducir 
todas esas dilcultades a la negociación de un plebiscito, 
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ya irrealizable, sobre bases abandonadas por el propio 
Goberno a quien beneficiaban, es cerrar voluntaria- 
mente'los ojos a la luz de la razón y de la justicia, para 
no ver sino lo.que conviene, y aún eso a través de un 
prisma acomodaticio. Para el Perú no solo es el plebis- 
cito lo que Chile ha dejado de cumpir en el Tratado de 
paz de 1883; y si el Gobierno de V. E. no participa de 
esa creencia, está expedito el camino que conduce a una 
solución honrosa y satisfactoria; apelar a un árbitro pa- 
ra que éste decida si el Tratado ha sido violado y como 
deben repararse sus violaciones, según lo manifesté en 
mi comunicación de 23 de este mes. Mi Gobierno no pre- 
tende, por consiguiente, que ahora se someta a arbitra- 
je. los resultados de la guerra del Pacífico, que termi- 
nó hace mas de treinta y siete años; lo que reclamamos 
es justo y sencillo: que se resuelvan arbitralmente las 
infracciones cometidas por Chile del Tratado que im- 
puso por medio de la fuerza y que resulta ejecutado só- 
lo por.el Perú. Esto no es, por cierto, cerrar la puerta a 
ningún advenimiento; es, al contrario, busicarlo con la 
amplitud de miras que sorresponde a una Nación sobe- 
rana, convencida de su derecho. 
| Por lo demás, dentro del elevado espíritu de con- 
cillación con que ha actuado y volverá a actuar mi Go- 
bierno, si el de V. E., sensible a las sugestiones bienhe- 
choras de la paz y de justicia, reconsidera su ilógica 
actitud aceptamos, como hasta ahora las consecuen- 
cias que pudiéran derivarse de defender la causa sagra- 
da del Perú frente a los propósitos conquistadores de 
Chile. El rumbo de la política de mi país no puede estar 
sujeto a combio alguno, porque tiene su arraigo en el 
alma nacional y se orienta en el sentido del derecho y 
de la justicia, | 
Exprésole, señor Ministro, mi más alta y distingui- 
da consideración.—Alberto Salomón.— Ministro de Ke- 
lac ones Exteriores del Perú. 
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